
Núm. 222	 25 septiembre 2020

BO
PZ

 41

SECCIÓN SEXTA

Núm. 6434

AYUNTAMIENTO DE LA MUELA

Al no haberse presentado reclamaciones durante el plazo de exposición al públi-
co, queda automáticamente elevado a definitivo el acuerdo plenario inicial aprobatorio 
del Reglamento de Control Interno del Ayuntamiento de La Muela, cuyo texto íntegro 
se hace público para su general conocimiento y en cumplimiento de lo previsto en el 
artículo 70.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen 
Local, y en el artículo 141 de la Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración Local de 
Aragón.

Reglamento por el que se desarrolla el régimen de control interno 
del ayuntamiento de La Muela

El control interno, regulado en el artículo 213 del texto refundido de la Ley Re-
guladora de las Haciendas Locales, aprobado por el Real Decreto legislativo 2/2004, 
de 5 de marzo, y desarrollado por el Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, por el que 
se regula el régimen jurídico del control interno en las entidades del Sector Público 
Local, es el ejercido en las Entidades Locales respecto de su gestión económica, y, 
en su caso, la de los organismos autónomos y de las sociedades mercantiles de ellas 
dependientes, en su triple acepción de función interventora, control financiero y con-
troles de eficacia y eficiencia.

De acuerdo con lo recogido en el artículo 3 del referido Real Decreto 424/2017, 
de 28 de abril, por el que se regula el régimen jurídico del control interno en las enti-
dades del Sector Público Local y en consonancia con lo recogido en el artículo 214 del 
texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por el Real 
Decreto legislativo 2/2004, de 5 de marzo, el objeto de la función interventora será 
controlar los actos de la entidad local y de sus organismos autónomos, cualquiera que 
sea su calificación, que den lugar al reconocimiento de derechos o a la realización de 
gastos, así como los ingresos y pagos que de ellos se deriven, y la inversión o aplica-
ción en general de sus fondos públicos, con el fin de asegurar que su gestión se ajuste 
a las disposiciones aplicables en cada caso.

Por su parte, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 29 del referido 
Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, por el que se regula el régimen jurídico del 
control interno en las entidades del Sector Público Local, el objeto del control finan-
ciero, ejercido mediante el control permanente y la auditoría pública, será verificar el 
funcionamiento de los servicios, y organismos autónomos, en el aspecto económico 
financiero para comprobar el cumplimiento de la normativa y directrices que los rigen 
y, en general, que su gestión se ajusta a los principios de buena gestión financiera, 
de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera en el uso de los recursos 
públicos locales.

La citada normativa se debe considerar de mínimos, reguladora del régimen 
general aplicable al ejercicio del control interno en las entidades locales.

En este sentido, y al igual que procede la Administración General del Estado a 
través de su Intervención General, se establece por el Pleno de la entidad y mediante 
el presente Reglamento, las normas básicas para el adecuado ejercicio de las fun-
ciones del control interno recogidas en el Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, por 
el que se regula el régimen jurídico del control interno en las entidades del Sector 
Público Local; atendiendo siempre al principio de plena autonomía de los órganos de 
control respecto de las autoridades y órganos controlados.

Así, con el fin de disponer de un modelo de control eficaz en virtud del artículo 
3.3 del Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, por el que se regula el régimen jurídico 
del control interno en las entidades del Sector Público Local, y en virtud del principio 
de autoorganización y potestad reglamentaria reconocido a las Entidades Locales te-
rritoriales en el artículo 4 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, con el presente Reglamento 
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esta Entidad Local pretende la mejora en los mecanismos de gestión y control interno, 
en aras de una mayor eficacia.

TÍTULO I

Disposiciones comunes

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación.
Constituye el objeto de esta norma la regulación de las funciones de control in-

terno respecto de la gestión económico-financiera y los actos con contenido económi-
co de la entidad local, y sus Organismos Autónomos Locales, Entidades Públicas Em-
presariales Locales, Sociedades Mercantiles y fundaciones dependientes, consorcios 
adscritos, fondos carentes de personalidad jurídica y entidades con o sin personalidad 
jurídica con dotación mayoritaria distintas de las anteriores, en base a los preceptos 
sobre control y fiscalización contenidos en el capítulo IV correspondiente al título V 
del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales y el Real Decreto 
424/2017, de 28 de abril, por el que se regula el régimen jurídico del control interno en 
las entidades del Sector Público Local.

Artículo 2. Atribución de las funciones de control.
Las funciones de control interno de los entes enumerados en el artículo ante-

rior, se ejercerán por la Intervención mediante el ejercicio de la función interventora 
y el control financiero con la extensión y efectos que se determinan en los artículos 
siguientes.

Artículo 3. Formas de ejercicio.
1. La función interventora tiene por objeto controlar los actos de la entidad local 

y de sus organismos autónomos, cualquiera que sea su calificación, que den lugar 
al reconocimiento de derechos o a la realización de gastos, así como los ingresos y 
pagos que de ellos se deriven, y la inversión o aplicación en general de sus fondos 
públicos, con el fin de asegurar que su gestión se ajuste a las disposiciones aplicables 
en cada caso.

2. El control financiero tiene por objeto verificar el funcionamiento de los 
servicios, organismos autónomos y sociedades mercantiles dependientes, en el as-
pecto económico financiero para comprobar el cumplimiento de la normativa y direc-
trices que los rigen y, en general, que su gestión se ajusta a los principios de buena 
gestión financiera, comprobando que la gestión de los recursos públicos se encuentra 
orientada por la eficacia, la eficiencia, la economía, la calidad y la transparencia, y por 
los principios de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera en el uso de los 
recursos públicos locales.

Este control comprenderá las modalidades de control permanente y la auditoría 
pública, incluyéndose en ambas el control de eficacia referido en el artículo 213 del 
texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales. Igualmente incluirá 
el control sobre entidades colaboradoras y beneficiarios de subvenciones y ayudas 
concedidas por los sujetos que integran el sector público local, que se encuentren 
financiadas con cargo a sus presupuestos generales, de acuerdo a lo establecido en 
la Ley General de Subvenciones.

3. De la misma manera corresponde a la Intervención la elaboración y apro-
bación de las Instrucciones necesarias para el adecuado ejercicio de las funciones 
de control interno; y de manera particular, la determinación de los métodos, forma y 
alcance tanto del control posterior pleno en supuestos de fiscalización previa limita-
da de gastos como del control financiero en supuestos de fiscalización posterior de 
ingresos.

Artículo 4. Principios de ejercicio del control interno.
1. La Intervención, en el ejercicio de sus funciones de control interno, estará 

sometida a los principios de autonomía funcional y procedimiento contradictorio.
2. El órgano interventor ejercerá el control interno con plena autonomía respec-

to de las autoridades y demás entidades cuya gestión sea objeto del mismo. A tales 
efectos, los funcionarios que lo realicen, tendrán independencia funcional respecto de 
los titulares de las entidades controladas.

No obstante, dará cuenta a los órganos de gestión controlados de los resultados 
más relevantes de las comprobaciones efectuadas y recomendará las actuaciones 
que resulten aconsejables. De igual modo, dará cuenta al Pleno de los resultados que 
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por su especial trascendencia considere adecuado elevar al mismo y le informará so-
bre la situación de la corrección de las debilidades puestas de manifiesto con expresa 
mención del grado de cumplimiento de los apartados anteriores de este artículo.

Artículo 5. De los deberes del órgano de control.
1. Los funcionarios que ejerzan la función interventora o realicen el control finan-

ciero, deberán guardar el debido sigilo con relación a los asuntos que conozcan en el 
desempeño de sus funciones.

Así, los datos, informes o antecedentes obtenidos en el ejercicio del control 
interno solo podrán utilizarse para los fines asignados al mismo y, en su caso, para 
formular la correspondiente denuncia de hechos que puedan ser constitutivos de in-
fracción administrativa, responsabilidad contable o penal.

Igualmente deberá facilitar el acceso a los informes de control en aquellos ca-
sos en los que legalmente proceda. En defecto de previsión legal, la solicitud de los 
mismos deberá dirigirse directamente al gestor directo de la actividad económico-fi-
nanciera controlada.

2. Cuando en la práctica de un control el órgano interventor actuante aprecie que 
los hechos acreditados o comprobados pudieran ser susceptibles de constituir una 
infracción administrativa o dar lugar a la exigencia de responsabilidades contables o 
penales lo pondrá en conocimiento del órgano competente, de acuerdo con las reglas 
que se establecen en el artículo 5.2 del Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, por 
el que se regula el régimen jurídico del control interno en las entidades del Sector 
Público Local.

Artículo 6. De las facultades del órgano de control.
El órgano interventor podrá hacer uso en el ejercicio de sus funciones de control 

del deber de colaboración, de la facultad de solicitar asesoramiento, de la defensa 
jurídica y de la facultad de revisión de los sistemas informáticos de gestión; así como 
recabar directamente de las distintas áreas o unidades de la entidad local los asesora-
mientos jurídicos y los informes técnicos que considere necesarios, los antecedentes 
y documentos precisos para el ejercicio de sus funciones de control interno, con inde-
pendencia del medio que los soporte.

Igualmente podrán recabar a través del alcalde de la entidad, el asesoramiento 
e informe de los Servicios de Asistencia Municipal y de los órganos competentes de 
la Diputación Provincial de Zaragoza, Comunidad Autónoma de Aragón, o solicitar el 
asesoramiento de la Intervención General de la Administración del Estado con la sus-
cripción del correspondiente Convenio.

TÍTULO II

De la función interventora

CAPÍTULO I

Del ejercicio de la función interventora

Artículo 7. De las distintas fases de la función interventora.
1. La función interventora tiene carácter interno y preventivo y tiene por objeto 

garantizar, en todo caso y para cada acto, el cumplimiento de las normas relativas a 
la disciplina presupuestaria, a los procedimientos de gestión de gastos, ingresos y 
aplicación de los fondos públicos.

El ejercicio de la función interventora comprenderá las siguientes fases:
a) La fiscalización previa de los actos que reconozcan derechos de contenido 

económico, autoricen o aprueben gastos, dispongan o comprometan gastos y acuer-
den movimientos de fondos y valores.

b) La intervención del reconocimiento de las obligaciones e intervención de la 
comprobación material de la inversión.

c) La intervención formal de la ordenación del pago.
d) La intervención material del pago.
2. La función interventora se ejercerá en sus modalidades de intervención formal 

y material.
La intervención formal consistirá en la verificación del cumplimiento de los requi-

sitos legales necesarios para la adopción del acuerdo mediante el examen de todos 
los documentos que preceptivamente deban estar incorporados al expediente.
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La intervención material comprobará la real y efectiva aplicación de los fondos 
públicos.

Artículo 8. Del contenido de la función interventora.
1. La función interventora se ejercerá bien como fiscalización previa bien como 

intervención previa.
La fiscalización previa examinará, antes de que se dicte la correspondiente re-

solución, todo acto, documento o expediente susceptible de producir derechos u obli-
gaciones de contenido económico o movimiento de fondos y valores, con el fin de 
asegurar, según el procedimiento legalmente establecido, su conformidad con las dis-
posiciones aplicables en cada caso. El ejercicio de la función interventora no atenderá 
a cuestiones de oportunidad o conveniencia de las actuaciones fiscalizadas.

La intervención previa de la liquidación del gasto o reconocimiento de obligacio-
nes comprobará, antes de que se dicte la correspondiente resolución, que las obli-
gaciones se ajustan a la ley o a los negocios jurídicos suscritos por las autoridades 
competentes y que el acreedor ha cumplido o garantizado, en su caso, su correlativa 
prestación. La intervención de la comprobación material de la inversión se ajustará a 
lo establecido en el artículo 29 de este Reglamento.

La intervención formal de la ordenación del pago verificará la correcta expedi-
ción de las órdenes de pago.

La intervención material del pago verificará que dicho pago se ha dispuesto por 
órgano competente y se realiza en favor del perceptor y por el importe establecido.

CAPÍTULO II

Del procedimiento para el ejercicio de la función interventora sobre los derechos 
e ingresos

Artículo 9. Fiscalización previa de derechos e ingresos.
1. Según establecen las bases de ejecución del presupuesto 2020, en su base 48.ª:
«Se establece en el Ayuntamiento la sustitución de la fiscalización previa de 

derechos por la inherente a la toma de razón en contabilidad y por actuaciones com-
probatorias posteriores mediante la utilización de técnicas de muestreo o auditoría». 
La fiscalización previa de los derechos e ingresos de la Tesorería se sustituye por 
el control inherente a la toma de razón en contabilidad y el control posterior ejerci-
do mediante el control financiero, tal y como autoriza el artículo 9 del Real Decreto 
424/2017, de 28 de abril.

2. Esta fiscalización se ejercerá en dos momentos diferentes:
—La toma de razón en la contabilidad de la entidad local o de sus organismos 

autónomos, de los actos generadores de derechos e ingresos en la Tesorería.
—Mediante actuaciones de control financiero que deben realizarse con carácter 

posterior.
3. La toma de razón de contabilidad se efectuará a la vista de toda operación de 

gestión económico-presupuestaria, mediante la incorporación al sistema de informa-
ción contable a través de los documentos contables correspondientes.

Así, cada área o servicio de la entidad local iniciará el correspondiente expediente 
que hará llegar a Intervención siguiendo el iter procedimiental habitual para su toma 
de razón en contabilidad.

4. El ejercicio del control posterior o financiero se llevará a cabo mediante técni-
cas de auditoría y muestreo.

a) Estas actuaciones comprobatorias posteriores tienen por finalidad asegurar 
que la gestión económico-financiera de los derechos e ingresos públicos se ajusta a 
las disposiciones aplicables en cada caso.

Las actuaciones a llevar a cabo deberán verificar en cualquier caso:
—El cumplimiento de la legalidad tanto en los procedimientos de gestión que ha-

yan dado lugar al reconocimiento, liquidación, modificación o extinción de derechos, 
como en la realización de cualquier ingreso público.

—Que el derecho económico es reconocido y liquidado por el órgano competen-
te y de acuerdo con las normas en cada caso aplicables.

—Que el importe es el correcto, teniendo en cuenta las posibles causas de la 
modificación del mismo, como los aplazamientos y fraccionamientos de las deudas 
liquidadas o los hechos que puedan dar lugar a la extinción del derecho.
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—Que los ingresos se han realizado en las cajas o cuentas corrientes de las 
entidades de depósito debidamente autorizadas, dentro de los plazos legalmente es-
tablecidos y por la cuantía debida.

—Que el pagador es el correcto, examinando, en su caso, los supuestos de 
derivación de responsabilidad.

—Que todos los derechos y/o operaciones susceptibles de ser contabilizadas lo 
estén en el concepto adecuado y por el importe correcto.

Además de los extremos detallados en el párrafo anterior, para los siguientes 
casos deberá verificarse igualmente:

• Reintegro de pagos indebidos:
—Que los motivos y su procedencia son correctos, detallando operación, motivo, 

importe y unidad o área gestora.
• Tasas o precios públicos por prestación de servicios o realización de una ac-

tividad:
—Que la prestación del servicio o realización de actividad está efectivamente 

autorizada por el órgano competente.
—Que las liquidaciones y/o autoliquidaciones se corresponden con los sujetos 

pasivos que han realizado de forma efectiva el hecho imponible.
• Tasas por utilización privativa o aprovechamiento especial del dominio público:
—Que la utilización u aprovechamiento están efectivamente autorizadas por el 

órgano competente.
—Que las liquidaciones y/o autoliquidaciones se corresponden con los sujetos 

pasivos que han realizado de forma efectiva el hecho imponible.
• Fianzas:
—Que se distingan en los diferentes conceptos de fianzas, tanto el tercero como 

el importe entregado por los mismos como garantía.
—Que las que se constituyen como garantías definitivas se depositen con ante-

rioridad a la firma del contrato y que las garantías provisionales se devuelvan simul-
tánea o posteriormente al depósito de las definitivas o se devuelven en caso de no 
adjudicación.

b) Dicha verificación se realizará sobre una muestra representativa de los actos, 
documentos o expedientes de contenido económico, origen del reconocimiento o li-
quidación de derechos.

Como norma general, se determinarán los expedientes que se han de examinar 
mediante la aplicación de los procedimientos de muestreo o métodos de selección de 
muestras que se establecen a continuación, de acuerdo con Norma Internacional de 
Auditoría 530, Muestreo de Auditoría, NIA-ES 530 (adaptada para su aplicación en 
España mediante Resolución del Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas, de 
15 de octubre de 2013):

—La selección aleatoria (aplicada a través de generadores de números aleato-
rios; por ejemplo, mediante tablas de números aleatorios).

—La selección sistemática, la cual consiste en dividir el número de unidades de 
muestreo de la población por el tamaño de la muestra para obtener un intervalo de 
muestreo, por ejemplo 50, y habiendo determinado un punto de partida dentro de las 
primeras 50, se selecciona a continuación cada quincuagésima unidad de muestreo. 
Aunque el punto de partida se puede determinar de forma incidental, es más probable 
que la muestra sea verdaderamente aleatoria si se determina mediante una herra-
mienta informática para la generación de números aleatorios o mediante tablas de 
números aleatorios. En caso de recurrir a la selección sistemática, el auditor tendría 
que verificar que las unidades de muestreo de la población no estén estructuradas 
de tal modo que el intervalo de muestreo corresponda a un determinado patrón de la 
población.

—El muestreo por unidad monetaria es un tipo de selección ponderada por el 
valor en la que el tamaño, la selección y la evaluación de la muestra tienen como re-
sultado una conclusión en valores monetarios.

—La selección incidental, en la cual el auditor selecciona la muestra sin recurrir 
a una técnica estructurada. Aunque no se utilice una técnica estructurada, el auditor 
evitará, no obstante, cualquier sesgo consciente o previsibilidad (por ejemplo, evitar 
seleccionar elementos de difícil localización, o seleccionar o evitar siempre los 
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primeros o últimos registros de una página) y, en consecuencia, intentará asegurarse 
de que todos los elementos de la población tengan posibilidad de ser seleccionados. 
La selección incidental no es adecuada en caso de muestreo estadístico.

—La selección en bloque, la cual implica la selección de uno o de varios bloques 
de elementos contiguos de la población. Generalmente, la selección en bloque no se 
puede utilizar en el muestreo estadístico debido a que la mayoría de las poblaciones 
se estructuran de forma que los elementos de una secuencia tengan presumiblemente 
características similares entre ellos y diferentes de las de otros elementos de la pobla-
ción. Aunque en algunas circunstancias el examen de un bloque de elementos puede 
ser un procedimiento de auditoría adecuado, rara vez será una técnica de selección 
de muestras adecuada si el auditor intenta realizar, sobre la base de la muestra, infe-
rencias válidas para la población entera.

c) De las comprobaciones efectuadas con posterioridad el órgano interventor 
deberá emitir informe escrito en el que hará constar cuantas observaciones y conclu-
siones se deduzcan de las mismas.

5. Sin perjuicio de lo establecido en los apartados anteriores, la sustitución de la 
fiscalización previa de los derechos e ingresos de la Tesorería por el control inherente a 
la toma de razón en contabilidad y el control posterior no alcanzará a la fiscalización de:

a) Los actos de ordenación y pago material derivados de devoluciones de ingre-
sos indebidos.

Consecuentemente, en estos supuestos, la función interventora en materia de 
devolución de ingresos indebidos solo alcanza a la fase de pago de dicho proce-
dimiento, la ordenación del pago y pago material, que se fiscalizarán conforme a lo 
que se establece en el presente Reglamento respecto del ejercicio de la función in-
terventora sobre los gastos y pagos; no estando sujeto al ejercicio de dicha función el 
acto del reconocimiento del derecho a la devolución.

b) Los actos de aprobación de padrones, matrículas y listas cobratorias (no así 
los ingresos de contraído previo por recibo derivados de la gestión cobratoria de los 
mismos).

Esta fiscalización en estos casos se realizará con ocasión de la aprobación del 
correspondiente expediente.

En estos supuestos se verificará en todo caso:
—La adecuación de los mismos a las ordenanzas fiscales en vigor y demás 

normativa de aplicación.
—La correcta determinación de las cuotas. En caso de liquidación de cuotas de 

Contribuciones Especiales, que las cuotas individuales se ha realizado atendiendo al 
coste de las obras y servicios, cantidad a repartir y criterios de reparto definidos en el 
acuerdo de Imposición y Ordenación correspondiente.

—La correcta aplicación de los tipos impositivos que correspondan.
—La inclusión y aplicación de las exenciones y bonificaciones que correspondan.
—Que el órgano competente para su aprobación es el adecuado.
6. En el caso de que en el ejercicio de la función interventora el órgano inter-

ventor se manifestase en desacuerdo con el fondo o con la forma de los actos, docu-
mentos o expedientes examinados y la disconformidad se refiera al reconocimiento o 
liquidación de derechos a favor de las entidades locales o sus organismos autónomos, 
así como a la anulación de derechos, la oposición se formalizará en nota de reparo 
que en ningún caso suspenderá la tramitación del expediente.

CAPÍTULO III

Del procedimiento para el ejercicio de la función interventora sobre gastos y pagos

SECCIÓN 1.ª

Disposiciones comunes

Artículo 10. Momento y plazo para el ejercicio de la función interventora.
1. El órgano interventor recibirá el expediente original completo, en formato pa-

pel o electrónico, una vez reunidos todos los justificantes y emitidos los informes 
preceptivos y cuando éste en disposición de que se dicte acuerdo por el órgano com-
petente, ordenado y númerado y en su caso foliado.
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2. El órgano interventor fiscalizará el expediente en el plazo de diez días hábiles. 
En el caso de tramitación de urgencia, debidamente motivada, o cuando se aplique el 
régimen de fiscalización previa limitada, el plazo se reducirá a 5 días hábiles.

3. El expediente estará completo cuando contenga ordenados y numerados to-
dos los documentos y actuaciones que sirven de antecedente y fundamento a la reso-
lución administrativa y las diligencias encaminadas a ejecutarla; y debe garantizarse 
su integridad e inmutabilidad, de conformidad con lo requerido en el artículo 70 de la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Admi-
nistraciones Públicas (en adelante LPA).

4. En caso de que la Intervención requiera asesoramiento jurídico o los informes 
técnicos que considere necesarios, así como los antecedentes y documentos que 
sean precisos para el ejercicio de sus funciones de control interno, se suspenderán 
los plazos mencionados en el párrafo superior e informará de esta circunstancia al 
órgano gestor.

5. Si el expediente estuviera falto de uno o varios documentos esenciales que 
imposibiliten el ejercicio de la fiscalización previa con el alcance determinado para 
cada caso, o imposibiliten la fiscalización condicionada, la Intervención los solicitará 
al centro gestor. Los centros gestores dispondrán de cinco días hábiles para remitir la 
documentación solicitada a la Intervención o, en su caso, responder al requerimiento 
anterior. Transcurrido el plazo sin respuesta del servicio, el expediente será devuelto 
por la Intervención sin más trámite.

Artículo 11. Fiscalización de conformidad.
Si el Interventor como resultado de la verificación de los extremos a los que se 

extienda la función interventora considera que el expediente objeto de fiscalización o 
intervención se ajusta a la legalidad, hará constar su conformidad mediante una dili-
gencia firmada sin necesidad de motivarla.

Cuando la fiscalización previa sea limitada deberá hacer constar este hecho en 
el informe y se podrá indicar esta circunstancia mediante diligencia en los siguientes 
términos: «intervenido y conforme con el alcance de la fiscalización previa limitada del 
Reglamento de Control Interno del Ayuntamiento de acuerdo con los términos estable-
cidos en el anexo I del mismo.»

Artículo 12. Fiscalización con reparos.
1. Si el Interventor se manifestase en desacuerdo con el fondo o con la forma de 

los actos, documentos o expedientes examinados, deberá formular sus reparos por 
escrito.

Dichos reparos deberán ser motivados con razonamientos fundados en las nor-
mas en las que se apoye el criterio sustentado y deberán comprender todas las obje-
ciones observadas en el expediente.

2. Serán reparos suspensivos cuando afecte a la aprobación o disposición de 
gastos, reconocimiento de obligaciones u ordenación de pagos, se suspenderá la 
tramitación del expediente hasta que aquél sea solventado en los siguientes casos:

a) Cuando se base en la insuficiencia de crédito o el propuesto no sea adecuado.
b) Cuando no hubieran sido fiscalizados los actos que dieron origen a las órde-

nes de pago.
c) En los casos de omisión en el expediente de requisitos o trámites esenciales, 

consideramos como tal:
—Cuando el gasto se proponga a un órgano que carezca de competencia para 

su aprobación.
—Cuando se aprecien graves irregularidades en la documentación justificativa 

del reconocimiento de la obligación o no se acredite suficientemente el derecho de su 
perceptor.

—Cuando se hayan omitido requisitos o trámites que pudieran dar lugar a la 
nulidad del acto, o cuando la continuación de la gestión administrativa pudiera causar 
quebrantos económicos a la Tesorería de la entidad local o a un tercero.

d) Cuando el reparo derive de comprobaciones materiales de obras, suministros, 
adquisiciones y servicios.

3. Cuando el órgano al que se dirija el reparo lo acepte, deberá subsanar las 
deficiencias observadas y remitir de nuevo las actuaciones al órgano interventor en el 
plazo de quince días.
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Cuando el órgano al que se dirija el reparo no lo acepte, iniciará el procedimiento 
de Resolución de Discrepancias descrito en el artículo siguiente.

4. En el caso de que los defectos observados en el expediente derivasen del 
incumplimiento de requisitos o trámites no esenciales ni suspensivos, el Interventor 
podrá fiscalizar favorablemente, quedando la eficacia del acto condicionada a la sub-
sanación de dichos defectos con anterioridad a la aprobación del expediente.

El órgano gestor remitirá al órgano interventor la documentación justificativa de 
haberse subsanado dichos defectos.

De no solventarse por el órgano gestor los condicionamientos indicados para la 
continuidad del expediente se considerará formulado el correspondiente reparo, sin 
perjuicio de que en los casos en los que considere oportuno, podrá iniciar el proce-
dimiento de Resolución de Discrepancias descrito en el artículo 13.

5. Las resoluciones y los acuerdos adoptados que sean contrarios a los reparos 
formulados se remitirán al Tribunal de Cuentas de conformidad con el artículo 218.3 
del texto refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales.

Artículo 13. Tramitación de discrepancias.
1. Sin perjuicio del carácter suspensivo de los reparos, las opiniones del órgano 

interventor respecto al cumplimiento de las normas no prevalecerán sobre las de los 
órganos de gestión.

Los informes emitidos por ambos se tendrán en cuenta en el conocimiento de las 
discrepancias que se planteen, las cuales serán resueltas definitivamente por el presi-
dente de la entidad o el Pleno, de acuerdo con lo dispuesto en el apartado siguiente.

2. Cuando el órgano gestor no acepte el reparo formulado por el órgano inter-
ventor en el ejercicio de la función interventora planteará al presidente de la entidad 
una discrepancia.

No obstante, corresponderá al Pleno la resolución de las discrepancias cuando 
los reparos:

a) Se basen en insuficiencia o inadecuación de crédito.
b) Se refieran a obligaciones o gastos cuya aprobación sea de su competencia.
La resolución de la discrepancia por parte del presidente o el Pleno será indele-

gable, deberá recaer en el plazo de quince días y tendrá naturaleza ejecutiva.
3. Las discrepancias se plantearán en el plazo de quince días desde la recepción 

del reparo, al presidente o al Pleno de la entidad local, según corresponda, y, en su 
caso, a través de los presidentes o máximos responsables de los organismos autó-
nomos locales, y organismos públicos en los que se realice la función interventora, 
para su inclusión obligatoria, y en un punto independiente, en el orden del día de la 
correspondiente sesión plenaria.

La discrepancia deberá ser motivada por escrito, con cita de los preceptos lega-
les en los que sustente su criterio.

Resuelta la discrepancia se podrá continuar con la tramitación del expediente, 
dejando constancia, en todo caso, de la adecuación al criterio fijado en la resolución 
correspondiente o, en su caso, a la motivación para la no aplicación de los criterios 
establecidos por el órgano de control.

4. El presidente de la entidad y el Pleno, a través del citado presidente, previa-
mente a la resolución de las discrepancias, podrán elevar resolución de las discrepan-
cias al órgano de tutela financiera de la Comunidad Autónoma de Aragón.

A tales efectos, el presidente remitirá propuesta motivada de resolución de la 
discrepancia directamente al órgano de tutela de la Comunidad Autónoma de Aragón, 
concretando el extremo o extremos acerca de los que solicita valoración. Junto a 
la discrepancia deberá remitirse el expediente completo. Cuando el presidente o el 
Pleno hagan uso de esta facultad deberán comunicarlo al órgano interventor y demás 
partes interesadas.

Cuando las resoluciones y acuerdos adoptados por la entidad local sean contra-
rios al sentido del informe del órgano interventor o al del órgano de control competen-
te por razón de la materia de la Administración que tenga atribuida la tutela financiera, 
se incluirán en los informes referidos en los apartados siguientes.

5. Con ocasión de la dación de cuenta de la liquidación del presupuesto, el 
órgano interventor elevará al Pleno el informe anual de todas las resoluciones 
adoptadas por el presidente de la entidad local contrarias a los reparos suspensivo o 
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no efectuados, o, en su caso, a la opinión del órgano competente de la Administración 
que ostente la tutela al que se haya solicitado informe, así como un resumen de las 
principales anomalías detectadas en materia de ingresos. Dicho informe atenderá 
únicamente a aspectos y cometidos propios del ejercicio de la función fiscalizadora, 
sin incluir cuestiones de oportunidad o conveniencia de las actuaciones que fiscalice. 
El presidente de la entidad podrá presentar en el Pleno informe justificativo de su 
actuación.

6. Una vez informado el Pleno de la entidad local, con ocasión de la cuenta ge-
neral, el órgano interventor remitirá anualmente los mismos términos, al Tribunal de 
Cuentas.

SECCIÓN 2.ª

Régimen especial de fiscalización e intervención limitada previa

Artículo 14. Régimen de fiscalización e intervención limitada previa de requisitos 
básicos

1. De conformidad con lo establecido en el artículo 13 del Real Decreto 424/2017, 
de 28 de abril, por el que se regula el régimen jurídico del control interno en las en-
tidades del Sector Público Local, y en las bases de ejecución del presupuesto ejer-
cicio 2020, en su base 48.ª, se establece la fiscalización limitada previa del gasto se 
establece el régimen de fiscalización e intervención limitada previa de los actos de la 
entidad local por los que se apruebe la realización de los siguientes: (Anexo I).

2. En estos casos, el órgano interventor se limitará a comprobar los requisitos 
básicos, diferenciando entre requisitos de general comprobación, otros requisitos bá-
sicos en adaptación del Acuerdo del Consejo de Ministros al respecto, y requisitos 
adicionales aprobados por el Pleno:

2.1. Requisitos básicos de general comprobación en las fases de autorización, 
compromiso y reconocimiento de obligación:

a) La existencia de crédito presupuestario:
—Que el propuesto es suficiente y adecuado a la naturaleza del gasto. Se enten-

derá que el crédito es adecuado cuando financie obligaciones a contraer o nacidas y 
no prescritas a cargo a la tesorería que cumplan los requisitos de carácter limitativo, 
vinculante y temporal de los créditos, previstos en los artículos 172 y 176 del TRLHL.

—En los casos en los que el crédito presupuestario dé cobertura a gastos con 
financiación afectada se comprobará que los recursos que los financian son ejecu-
tivos, acreditándose con la existencia de documentos fehacientes que acrediten su 
efectividad.

—Cuando se trate de contraer compromisos de gastos de carácter plurianual 
se comprobará, además, si se cumple lo preceptuado en el artículo 174 del TRLHL.

b) Que las obligaciones o gastos se generan por el órgano competente.
c) La evaluación de la sostenibilidad, en los términos establecidos en la Ley 

Orgánica de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, en aquellos ex-
pedientes que correspondan a competencias impropias, en los términos del artículo 
7.4 de la Ley 7/1985, reguladora de las Bases de Régimen Local, según modificación 
introducida por la Ley 27/2013, de Racionalización y Sostenibilidad Financiera, y De-
creto Ley 7/2014, de 20 de mayo, dictado por la Junta de Andalucía, por el que se 
establecen medidas urgentes para la aplicación de aquella ley estatal.

2.2. Requisitos básicos aprobados por el Consejo de Ministros; En virtud de lo 
previsto en el artículo 13.2 c) del Real Decreto 424/2017 son de aplicación preceptiva 
son también los extremos fijados para cada tipo de gasto, en el Acuerdo del Consejo 
de Ministros vigente en cada momento, con respecto al ejercicio de la función inter-
ventora en régimen de requisitos básicos, en aquellos supuestos que sean de aplica-
ción a las Entidades Locales. (Actualmente Acuerdo de 30 de mayo de 2008 actualiza-
do a 1 de julio de 2011 y Acuerdo de 20 de julio de 2018 en el ámbito de contratación 
y encargos a medios propios). Se han adaptado los mismos recogiéndose según los 
tipos de procedimiento en el anexo I.

2.3. Aquellos otros extremos que, por su trascendencia en el proceso de gestión, 
se determinen por el Pleno a propuesta del presidente, y previo informe del titular de 
la Intervención General y que se recogen en el anexo I de este Reglamento, en virtud 
de lo previsto en el artículo 13.2 c) del Real Decreto 424/2017.
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3. No obstante lo anterior, el titular de la Intervención Municipal se reserva la 
facultad en casos excepcionales en que así lo considere necesario, cuando a juicio 
del órgano interventor, se puedan producir perjuicios graves o quebrantos económicos 
para la Hacienda municipal, de fiscalizar con carácter previo y pleno determinados 
expedientes o, bien comprobar, determinados extremos adicionales no contemplados 
que resulten precisos, debiendo dejar constancia de las actuaciones comprobatorias 
y su resultado en el expediente.

4. Con respecto al reconocimiento de la obligación, se comprobará:
—Que las obligaciones responden a gastos aprobados y, en su caso, fiscaliza-

dos favorablemente, salvo que puedan o deban realizarse simultáneamente.
—Que los documentos justificativos se ajustan a la legalidad y, además, que 

venga identificado el acreedor, el importe exacto de la obligación y la prestación, 
servicio o causa de la que derive la obligación.

—Que se ha comprobado, cuando proceda, la efectiva y conforme realización 
de la obra, servicio, suministro o gasto, y que, en su caso, ha sido realizada en los 
términos previstos en los artículos siguientes.

Artículo 15. Reparos y observaciones complementarias en la fiscalización e in-
tervención limitada previa.

1. Si no se cumpliesen los requisitos exigidos, el órgano interventor procederá a 
formular reparo en la forma y con los efectos previstos en esta sección 1.ª.

2. El órgano interventor podrá formular las observaciones complementarias que 
considere convenientes, sin que las mismas tengan, en ningún caso, efectos sus-
pensivos en la tramitación de los expedientes. Respecto a estas observaciones no 
procederá el planteamiento de discrepancia.

3. Todos los expedientes, actas, documentos que han producido derechos u 
obligaciones de contenido económico o movimiento de fondos o valores, y que han 
sido sometidos a fiscalización previa limitada, serán objeto de fiscalización plena con 
posterioridad, ejercida sobre una muestra representativa de los actos, documentos o 
expedientes, mediante la aplicación de técnicas de muestreo o auditoría, con el fin 
de verificar que se ajustan a las disposiciones aplicables en cada caso y determinar 
el grado de cumplimiento de la legalidad en la gestión de los créditos, todo ello de 
conformidad con el artículo 219.3 del TRLHL. Dichas actuaciones se ejecutarán en 
forma de control financiero permanente y se integrarán en el plan de control que, para 
cada ejercicio, dicte la Intervención General de conformidad con los artículos 27 y 
siguientes de este Reglamento.

SECCIÓN 3.ª

De la fiscalización previa de la aprobación o autorización de gastos y de la disposición 
o compromiso de gasto

Artículo 16. Régimen general.
1. Sin perjuicio del régimen de fiscalización limitada previa regulado en la sec-

ción 2.ª, están sometidos a fiscalización previa los demás actos de la entidad local 
y de sus Organismos Autónomos, cualquiera que sea su calificación, por los que se 
apruebe la realización de un gasto, no incluidos en la relación del artículo 14.1 de este 
Reglamento.

2. Esta fiscalización e intervención previa sobre todo tipo de acto que apruebe 
la realización de un gasto, comprenderá consecuentemente las dos primeras fases de 
gestión del gasto:

—La autorización (fase «A»).
—La disposición o compromiso (fase «D») del gasto.
Entre los actos sometidos a fiscalización previa se consideran incluidos:
—Los que no sean objeto de fiscalización limitada previa en régimen de requi-

sitos básicos.
—Aquellos otros expedientes que así lo determine la legislación sectorial aplica-

ble en cada momento.
—Los gastos de cuantía indeterminada.
3. En el ejercicio de la fiscalización previa se comprobará el cumplimiento de los 

trámites y requisitos establecidos por el ordenamiento jurídico mediante el examen de 
los documentos e informes que integran el expediente, y en cualquier caso:
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a) La existencia y adecuación del crédito.
b) Que las obligaciones o gastos se generan por órgano competente.
c) Que el contenido y la tramitación del mismo se ajustan a las disposiciones 

aplicables al caso.
d) Que el expediente está completo y en disposición de que una vez emitido el 

informe de fiscalización se pueda dictar el acuerdo o resolución procedente.
e) Que el gasto fue debidamente autorizado y su importe no se ha excedido.
Artículo 17. Exención de fiscalización previa.
No estarán sometidos a la fiscalización previa:
a) Los gastos de material no inventariable.
b) Los contratos menores.
c) Los gastos de carácter periódico y demás de tracto sucesivo, una vez fiscali-

zado el gasto correspondiente al período inicial del acto o contrato del que deriven o 
sus modificaciones.

d) Los gastos menores de 3.005,06 euros que, de acuerdo con la normativa vi-
gente, se hagan efectivos a través del sistema de anticipos de caja fija.

e) Los contratos de acceso a bases de datos y de suscripción a publicaciones 
que no tengan el carácter de contratos sujetos a regulación armonizada.

SECCIÓN 4.ª

De la intervención previa del reconocimiento de la obligación y de la inversión

Artículo 18. Intervención de la liquidación del gasto.
1. Están sometidas a intervención previa las liquidaciones de gastos o reconoci-

miento de obligaciones, ya tengan su origen en la ley o en negocios jurídicos válida-
mente celebrados.

2. Esta intervención se practicará por el órgano interventor con carácter previo 
al acuerdo de liquidación del gasto o reconocimiento de la obligación y constituirá la 
fase «O».

En este momento deberá quedar documentalmente acreditado que se cumplen 
todos los requisitos necesarios para el reconocimiento de la obligación, entre los que 
se encontrará, en su caso, la acreditación de la realización de la prestación o el dere-
cho del acreedor de conformidad con los acuerdos que autorizaron y comprometieron 
el gasto así como el resultado favorable de la comprobación material de la inversión.

Artículo 19. Contenido de las comprobaciones.
Sin perjuicio de las verificaciones en caso de aplicarse el régimen de fiscaliza-

ción e intervención limitada previa de requisitos básicos, al efectuar la intervención 
previa de la liquidación del gasto o reconocimiento de obligaciones se deberá com-
probar además:

a) Que las obligaciones responden a gastos aprobados en las fases contables 
«A» y «D» y en su caso, fiscalizados favorablemente, salvo que la aprobación del 
gasto y el reconocimiento de la obligación deban realizarse simultáneamente.

b) Que los documentos justificativos de la obligación se ajustan a las disposi-
ciones legales y reglamentarias que resulten de aplicación. En todo caso, en la docu-
mentación deberá constar:

—Identificación del acreedor.
—Importe exacto de la obligación.
—Las prestaciones, servicios u otras causas de las que derive la obligación del 

pago.
c) Que se ha comprobado materialmente, cuando proceda, la efectiva y confor-

me realización de la obra, servicio, suministro o gasto, y que ha sido realizada en su 
caso dicha comprobación.

Artículo 20. Intervención material de la inversión.
1. La intervención de la comprobación material de la inversión se realiza antes 

de liquidar el gasto o reconocer la obligación, efectuándose sobre la realidad física de 
las inversiones.

2. Esta intervención material de la inversión se practicará por el órgano interven-
tor y verificará:

—La realización de las obras, servicios y adquisiciones financiados con fondos 
públicos, y
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—Su adecuación al contenido del correspondiente contrato.
La intervención de la comprobación material de la inversión se realizará, en todo 

caso, concurriendo el órgano interventor, o en quien delegue, al acto de recepción de 
la obra, servicio o adquisición de que se trate.

En lo que respecta al procedimiento de delegación mencionado, se estará a lo 
dispuesto en las bases de ejecución de la entidad local.

Cuando se aprecien circunstancias que lo aconsejen, el órgano interventor po-
drá acordar la realización de comprobaciones materiales de la inversión durante la 
ejecución de las obras, la prestación de servicios y fabricación de bienes adquiridos 
mediante contratos de suministros.

3. El órgano interventor podrá estar asesorado cuando sea necesaria la pose-
sión de conocimientos técnicos para realizar la comprobación material.

4. La intervención de la comprobación material de la inversión será preceptiva 
cuando el importe de ésta sea igual o superior a 50.000,00 euros, con exclusión del 
Impuesto sobre el Valor Añadido, y sin perjuicio de que las bases de ejecución del 
presupuesto fijen un importe inferior.

En este caso, los órganos gestores deberán solicitar al órgano interventor, o 
en quien delegue, su asistencia a la comprobación material de la inversión, con una 
antelación de veinte días a la fecha prevista para la recepción de la inversión de que 
se trate.

Para ello deberá hacer llegar con dicha antelación solicitud al respecto, debida-
mente informada por el órgano gestor con los documentos pertinentes, a las depen-
dencias de la Intervención.

El resultado de la comprobación material de la inversión se reflejará en acta que 
será suscrita por todos los que concurran al acto de recepción de la obra, servicio, o 
adquisición y en la que se harán constar, en su caso, las deficiencias apreciadas, las 
medidas a adoptar para subsanarlas y los hechos y circunstancias relevantes del acto 
de recepción.

En dicha acta o en informe ampliatorio podrán los concurrentes, de forma indivi-
dual o colectiva, expresar las opiniones que estimen pertinentes.

5. En el resto de casos la intervención de la comprobación material de la inver-
sión no será preceptiva, justificándose la comprobación de la inversión con uno de los 
siguientes medios:

—El acta de conformidad firmada por quienes participaron en la misma.
—Con una certificación expedida por el Jefe de la unidad a quien corresponda 

recibir o aceptar las obras, servicios o adquisiciones, en la que se expresará haberse 
hecho cargo del material adquirido, especificándolo con el detalle necesario para su 
identificación, o haberse ejecutado la obra o servicio con arreglo a las condiciones 
generales y particulares que, en relación con ellos, hubieran sido previamente esta-
blecidas.

SECCIÓN 5.ª

De la intervención formal y material del pago

Artículo 21. De la intervención formal del pago.
1. Están sometidos a intervención formal de la ordenación del pago los actos por 

los que se ordenan pagos con cargo a la Tesorería.
2. Dicha intervención tendrá por objeto verificar:
—Que las órdenes de pago se dictan por órgano competente.
—Que se ajustan al acto de reconocimiento de la obligación, mediante el exa-

men de los documentos originales o de la certificación de dicho acto y de su interven-
ción suscrita por los mismos órganos que realizaron dichas actuaciones.

—Que se acomodan al plan de disposición de fondos, mediante el examen del 
propio plan de disposición de fondos o del informe que al respecto emita la Tesorería.

—En los supuestos de existencia de retenciones judiciales o de compensacio-
nes de deudas del acreedor, que las correspondientes minoraciones en el pago se 
acreditarán mediante los acuerdos que las dispongan.

Artículo 22. Conformidad y reparo.
Si el órgano interventor considerase que las órdenes de pago cumplen los 

requisitos señalados en el artículo anterior, hará constar su conformidad mediante 
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diligencia firmada en el documento en que la orden se contiene o en documento 
resumen de cargo a las cajas pagadoras.

El incumplimiento de los requisitos exigidos en el artículo anterior de la presente 
sección motivará la formulación de reparo por el órgano interventor, en las condicio-
nes y con los efectos previstos en la sección 1.ª del presente capítulo.

Artículo 23. De la intervención material del pago.
1. Está sometida a intervención material del pago la ejecución de las órdenes de 

pago que tengan por objeto:
a) Cumplir, directamente, las obligaciones de la Tesorería de la entidad.
b) Situar fondos a disposición de cajeros y agentes facultados legalmente para 

realizar pagos a los acreedores.
c) Instrumentar el movimiento de fondos y valores entre las cuentas de la Teso-

rería.
2. Dicha intervención incluirá la verificación de:
—La competencia del órgano para la realización del pago,
—La correcta identidad del perceptor
—El importe debidamente reconocido.
3. Cuando el órgano interventor encuentre conforme la actuación firmará los 

documentos que autoricen la salida de los fondos y valores. Si no la encuentra con-
forme en cuanto a la identidad del perceptor o la cuantía del pago formulará reparo 
motivado y por escrito, en las condiciones y con los efectos previstos en la sección 1.ª 
del presente capítulo.

4. La Intervención material del pago tendrá por función garantizar que las sali-
das de fondos a favor de los perceptores y por los importes establecidos derivan de 
órdenes de pago debidamente emitidas, que se identifica el perceptor y que se han 
sometido a la intervención formal de la ordenación del pago. En caso de que el pago 
material se tramite por medios informáticos, se entenderá que cumple los requisitos 
indicados cuando deriven de operaciones «P» contabilizadas.

5. La intervención formal y material de los pagos se podrá ejecutar en un solo 
acto siempre que el expediente disponga de los datos y documentos suficientes.

SECCIÓN 6.ª

De la fiscalización previa de las órdenes de pago a justificar y anticipos de caja fija

Artículo 24. Fiscalización previa de las órdenes de pago a justificar.
La fiscalización previa de las órdenes de pago a justificar por las que se ponen 

fondos a disposición de los órganos pagadores de la entidad local y sus organismos 
autónomos se verificará mediante la comprobación de los siguientes requisitos:

a) Que las propuestas de pago a justificar se basan en orden o resolución de 
autoridad competente para autorizar los gastos a que se refieran.

b) Que existe crédito y el propuesto es el adecuado.
c) Que se adaptan a las normas que regulan la expedición de órdenes de pago 

a justificar con cargo a sus respectivos presupuestos de gastos.
d) Que el órgano pagador, a cuyo favor se libren las órdenes de pago, ha jus-

tificado dentro del plazo correspondiente la inversión de los fondos percibidos con 
anterioridad por los mismos conceptos presupuestarios. No obstante, no procederá 
el reparo por falta de justificación dentro del plazo de libramientos anteriores cuando, 
para paliar las consecuencias de acontecimientos catastróficos, situaciones que su-
pongan grave peligro o necesidades que afecten directamente a la seguridad pública, 
el presidente de la entidad autorice la expedición de una orden de pago específica.

e) Que la expedición de órdenes de pago «a justificar» cumple con el plan de 
disposición de fondos de la Tesorería, salvo en el caso de que se trate de paliar las 
consecuencias de acontecimientos catastróficos, situaciones que supongan grave pe-
ligro o necesidades que afecten directamente a la seguridad pública.

Se entenderá que se cumple con el plan de disposición de fondos de la Tesore-
ría, cuando las órdenes de pago a justificar se realicen con cargo a conceptos presu-
puestarios autorizados en las bases de ejecución del presupuesto.

Artículo 25. Fiscalización previa de las órdenes de pago de anticipos de caja fija.
1. La fiscalización previa de las órdenes de pago para la constitución o modi-

ficación de los anticipos de caja fija se verificará mediante la comprobación de los 
siguientes requisitos:



BO
PZ

Núm. 222	 25 septiembre 2020

 54

a) La existencia y adaptación a las normas que regulan la distribución por cajas 
pagadoras del gasto máximo asignado.

b) Que la propuesta de pago se basa en resolución de autoridad competente.
2. Sin perjuicio del resto de requisitos que puedan regular las bases de ejecu-

ción, en la fiscalización previa de las reposiciones de fondos por anticipos de caja fija 
el órgano interventor comprobará, en cualquier caso:

a) Que el importe total de las cuentas justificativas coincide con el de los docu-
mentos contables de ejecución del presupuesto de gastos.

b) Que las propuestas de pagos se basan en resolución de autoridad compe-
tente.

c) Que existe crédito y el propuesto es adecuado.
Artículo 26. Especialidades en cuanto al régimen de los reparos.
1. El incumplimiento de los requisitos exigidos en los artículos anteriores de la 

presente sección motivará la formulación de reparo por el órgano interventor en las 
condiciones y con los efectos previstos en la sección 1.ª del presente capítulo.

2. No dará lugar a la formulación de reparo los supuestos en los que:
—El órgano pagador no justifique las órdenes de pago a justificar dentro del pla-

zo de libramientos anteriores cuando, para paliar las consecuencias de acontecimien-
tos catastróficos, situaciones que supongan grave peligro o necesidades que afecten 
directamente a la seguridad pública, el [alcalde/presidente] de la entidad autorice la 
expedición de una orden de pago específica.

—La expedición de órdenes de pago «a justificar» no cumpla con el plan de 
disposición de fondos de la Tesorería, en el caso de que se trate de paliar las conse-
cuencias de acontecimientos catastróficos, situaciones que supongan grave peligro o 
necesidades que afecten directamente a la seguridad pública.

Artículo 27. Intervención de las cuentas justificativas de los pagos a justificar y 
anticipos de caja fija.

1. En la intervención de las cuentas justificativas de los pagos a justificar y de los 
anticipos de caja fija, se comprobará en todo caso:

—Que corresponden a gastos concretos y determinados en cuya ejecución se 
haya seguido el procedimiento aplicable en cada caso,

—Que son adecuados al fin para el que se entregaron los fondos,
—Que se acredita la realización efectiva y conforme de los gastos o servicios
—Que el pago se ha realizado a acreedor determinado por el importe debido.
2. Esta intervención se llevará a cabo por el órgano interventor, mediante el exa-

men de las cuentas y los documentos que justifiquen cada partida.
Los resultados se reflejarán en informe en el que el órgano interventor manifes-

tará su conformidad con la cuenta o los defectos observados en la misma. La opinión 
favorable o desfavorable contenida en el informe se hará constar en la cuenta exami-
nada, sin que tenga este informe efectos suspensivos respecto de la aprobación de 
la cuenta.

El órgano competente aprobará, en su caso, las cuentas, que quedarán a dispo-
sición del órgano de control externo.

3. Con ocasión de la dación de cuenta de la liquidación del presupuesto, en un 
punto adicional, se elevará a dicho órgano un informe con los resultados obtenidos del 
control de las cuentas a justificar y anticipos de caja fija.

SECCIÓN 7.ª

De la omisión de la función interventora

Artículo 28. De la omisión de la función interventora.
1. En los supuestos en que, según las disposiciones aplicables, la función inter-

ventora fuera preceptiva y se hubiese omitido, no se podrá reconocer la obligación, ni 
tramitar el pago, ni intervenir favorablemente estas actuaciones hasta que se conozca 
y resuelva la omisión mencionada en los términos previstos en éste artículo.

2. Conocida la omisión por la Intervención, comunicará al centro gestor la sus-
pensión del procedimiento y le devolverá las actuaciones o acto para que elabore una 
memoria que incluya una explicación de la omisión de la preceptiva fiscalización o 
intervención previa. Este informe, emitido por el responsable del centro gestor, con-
formado por el delegado que corresponda, deberá manifestarse, al menos, sobre los 
siguientes puntos:



Núm. 222	 25 septiembre 2020

BO
PZ

 55

a) Justificación de la necesidad del gasto efectuado y causas por las que se ha 
incumplido el procedimiento jurídico administrativo.

b) Fecha y período de realización.
c) Importe de la prestación realizada.
d) Manifestación que las prestaciones se han llevado a cabo efectivamente y 

que su precio se ajusta al mercado.
e) Referencia a que las unidades utilizadas son las estrictamente necesarias 

para la ejecución de la prestación y que los precios aplicados son correctos y adecua-
dos en el mercado o se contienen en cuadros de precios aprobados.

f) Aplicación presupuestaria con cargo a la cual se propone imputar el gasto.
g) En los casos de imputación al presupuesto del ejercicio corriente, mención 

que no hay impedimento o limitación a esta aplicación del gasto en relación con las 
restantes necesidades y atenciones de la partida durante todo el año en curso.

g) De no haber dotación presupuestaria en el presupuesto, se informará sobre la 
tramitación de la modificación de crédito oportuna.

3. A la vista de la memoria elaborada por el Centro Gestor, la Intervención Ge-
neral emitirá preceptivamente un informe, que se incorporará al expediente. Este in-
forme, que no tendrá naturaleza de fiscalización, pondrá de manifiesto como mínimo 
los siguientes aspectos:

a) Las infracciones del ordenamiento jurídico que se hubieran puesto de ma-
nifiesto si se hubiera sometido el expediente a intervención previa en el momento 
oportuno.

b) La existencia de crédito adecuado y suficiente para hacer frente a las obliga-
ciones pendientes.

c) Las prestaciones que se hayan realizado como consecuencia de dicho acto.
d) La posibilidad y conveniencia de revisión de los actos dictados con infracción 

del ordenamiento.
4. El expediente se remitirá al órgano competente para que adopte la resolu-

ción procedente. En todo caso, para que la obligación sea satisfecha necesitará ser 
convalidada, convalidación que se tramitará atendiendo a lo dispuesto en el artículo 
52 de la LPA o acudir a la vía de la indemnización de daños y perjuicios derivada de 
la responsabilidad patrimonial de la administración, como consecuencia de haberse 
podido producir un enriquecimiento injusto en su favor. La resolución favorable por 
parte del Órgano de Gobierno no eximirá la exigencia de responsabilidades a que, en 
su caso, hubiera lugar.

5. Se entiende que la Intervención General tiene conocimiento de un expediente 
cuando se le ha remitido formalmente para ser fiscalizado, sin que tenga efecto la 
presencia de la Intervención en un órgano en que se adopte un acuerdo con omisión 
de la fiscalización.

Artículo 29. Reconocimiento extrajudicial de créditos de ejercicios cerrados.
1. Cuando se trate de expedientes de gastos donde la función interventora sea 

preceptiva, relativos a prestaciones de ejercicios cerrados, donde se haya incurri-
do en omisión de la función interventora, y que no se correspondan con atrasos de 
personal ni gastos debidamente adquiridos en los términos del artículo 26 del Real 
Decreto 500/1990, de 20 de abril, el compromiso del gasto, el reconocimiento de la 
obligación, o los pagos, no podrán contabilizarse hasta que no se conozca y resuelva 
el expediente de Reconocimiento Extrajudicial del Crédito.

2. El reconocimiento extrajudicial de créditos es una excepción al principio de 
temporalidad del crédito presupuestario, y se tramita para imputar al Presupuesto 
corriente gastos de ejercicios anteriores, pero en ningún caso es un procedimiento 
para convertir actos nulos de pleno derecho (contrataciones irregulares) en actos vá-
lidamente realizados.

3. Las actos de contenido económico deben respetar tanto la legalidad presu-
puestaria como la legalidad administrativa, y un procedimiento excepcional en materia 
presupuestaria (como el reconocimiento extrajudicial) no puede obviar el trámite de 
revisión de oficio previsto por la normativa administrativa para los casos de nulidad 
de pleno derecho.

4. En el caso de las facturas (correspondientes a contratos) sin consignación, la 
falta de cobertura presupuestaria no solo afecta a la legalidad presupuestaria, sino que, 
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al establecerse por la normativa de contratos como un requisito esencial, la obligación 
contractual no sólo no es exigible, sino que ni siquiera ha nacido, es decir, no existe.

Su imputación al ejercicio presupuestario vigente, requerirá declaración expresa 
del centro gestor como gasto debidamente adquirido, acreditando la buena fe del con-
tratista con cualquier medio de prueba admisible. La tramitación de los expedientes de 
reconocimiento extrajudicial se llevará a cabo de la siguiente manera:

a) El centro gestor dará traslado a la Intervención del Acto, Acuerdo o documen-
tos que lo requieran, dictados con omisión de fiscalización, a los que acompañará 
informe justificativo de la razón por la que se ha omitido dicha función, así como 
descripción detallada del gasto, certificación de la realización de las prestaciones 
y su ajuste a precios de mercado. Así como la buena fe del contratista. Tal informe 
será suscrito por el responsable del centro gestor afectado y visado por el concejal 
correspondiente.

b) El órgano Interventor emitirá un informe que valorará el ajuste o infracciones 
de los actos al ordenamiento y manifestará su opinión respecto de los mismos.

Distinguiendo en tal caso entre facturas que precisen en su caso de una decla-
ración de revisión de oficio, por nulidad o anulabilidad. A tal efecto se distinguirá entre 
facturas registradas o conformadas en ejercicio presupuestario posterior, pero que en 
el momento de realizarse, gozaban de crédito presupuestario y documento contrac-
tual correspondiente y aquellas que adolecieran de falta de consignación presupues-
taria o de cobertura contractual.

c) El presidente de la entidad, remitirá al Pleno el expediente con la propuesta
1.º Rectificación, revocación o convalidación y consiguiente Reconocimiento 

Extrajudicial del Crédito, de la obligación y posterior pago, en caso de facturas re-
gistradas o conformadas en ejercicio presupuestario posterior, dado el principio de 
anualidad y que contaban con crédito suficiente. Estas facturas o gastos, en principio 
no precisarán declaración de nulidad o anulabilidad.

2.º Revisión del acto, mediante declaración de nulidad o anulabilidad y acuer-
do indemnizatorio, si procede. El Pleno u órgano colegiado competente, adoptará el 
acuerdo pertinente, sin perjuicio de las responsabilidades a que haya lugar, lo cual 
procederá en el caso de contratos asumidos sin crédito ni documento contractual, 
máxime si son de carácter periódico y repetitivo. Siendo en tal caso preceptivo infor-
me emitido por la Secretaría Municipal, tal y como reseña el artículo 3, 3 d) del Real 
Decreto 128/2018, de 16 de marzo, por el que se regula el Régimen Jurídico de los 
Funcionarios de Administración Local con habilitación de carácter nacional.

Artículo 30. Dación de cuentas.
Anualmente, con motivo de la liquidación, y junto con los informes de reparo, 

se remitirá un informe resumen al Pleno u órgano colegiado, de todos los informes 
emitidos durante el año por la omisión de intervención previa, en los términos en este 
punto establecido, así como de los expedientes de Reconocimiento Extrajudicial de 
Crédito a los que se refiere el artículo 60.2 del Real Decreto 500/1990, de 20 de abril, 
y el punto anterior de este artículo. Igualmente se remitirá a la Cámara de Cuentas, 
con ocasión de la rendición de la Cuenta General.

TÍTULO III

Del control financiero

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 31. Ámbito de aplicación y objetivos.
1. El control financiero se ejercerá sobre:
a) Los servicios de la Corporación.
b) Organismos autónomos locales.
c) Las sociedades mercantiles dependientes.
d) Concesionarios de servicios, concesionarios de obra pública y concesiones 

demaniales.
e) Beneficiarios de subvenciones y ayudas públicas.
f) Las demás entidades contenidas en el artículo 2.4 de esta norma.
g) Se ejercerá igualmente el control financiero en aquellas actuaciones que le-

galmente se le exija al Órgano de control, como la auditoría de sistemas del registro 
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contable de facturas que requiere el artículo 12.3 de la Ley 25/2013, de 27 de diciem-
bre, de impulso de la factura electrónica y creación del registro contable de facturas 
en el Sector Público. (Anexo II).

2. El control financiero informará sobre:
a) La presentación adecuada de la información financiera.
b) El cumplimiento de las normas y directrices que sean de aplicación.
c) Los grados de eficacia y eficiencia en la consecución de los objetivos previstos.
d) Que la actividad económico-financiera se ajusta a los principios generales de 

buena gestión financiera, con el fin último de mejorar la gestión en su aspecto econó-
mico, financiero, patrimonial, presupuestario, contables, organizativo y procedimental.

3. El control de eficacia regulado en el artículo 221 del TRLRHL, así como la 
comprobación material de las inversiones y de la aplicación de las subvenciones pre-
vistas en el artículo 214.2 del TRLRHL, podrá ejecutarse conjuntamente con el control 
financiero, para lo que podrá disponerse un sistema de muestreo. Sin perjuicio de lo 
anterior podrá disponerse un sistema de muestreo para la comprobación material de 
cualquier otro gasto.

4. El control posterior de derechos e ingresos se realizará sobre la gestión de los 
tributos y la recaudación de los ingresos, los ingresos gestionados por las concesiona-
rias de servicios y la gestión de las tasas, precios públicos y tarifas en vigor.

Artículo 32. Formas de ejercicio del control financiero.
1. El control financiero se realizará por procedimientos de auditoría, de acuerdo 

con las normas de auditoría del sector público, tanto en su modalidad de control finan-
ciero permanente como en el de auditoría pública.

2. El control financiero permanente se ejercerá de forma continuada especial-
mente sobre el Ayuntamiento y entidades sometidas a la función interventora, confor-
me lo detallado en el artículo 3 de la presente Reglamento.

3. Aquellos ámbitos de control que no sean objeto de control financiero perma-
nente lo serán de procedimientos de auditoría pública que será ejecutada de forma 
sistemática y con posterioridad.

4. En el ejercicio del control financiero serán de aplicación las normas vigentes 
de control financiero y auditoría pública aplicables a las entidades locales y, en su de-
fecto y subsidiariamente, las dictadas por la Intervención General de la Administración 
del Estado.

Artículo 33. Plan anual de control financiero.
1. La Intervención General determinará anualmente el Plan anual de Control 

Financiero que recogerá las actuaciones de control financiero permanente y de audi-
toría pública a realizar durante el ejercicio. De dicho plan dará cuenta a la Presidencia 
y al Pleno de la Corporación a efectos informativos.

2. El Plan podrá ser modificado por causas justificadas, siguiendo el proce-
dimiento anterior, en virtud de nuevas necesidades fruto de mandato legal o de resul-
tado de hechos observados, nuevos ámbitos subjetivos sometidos a control, insufi-
ciencia de medios u otras causas que lo motiven.

3. La Intervención General para la formulación del plan de control financiero 
anual tendrá en cuenta:

a) Aquellas que imperativamente deban ejecutarse por obligación legal.
b) Los resultados de un análisis de riesgos coherente con los objetivos que se 

pretendan conseguir y las prioridades establecidas para cada ejercicio.
c) El resultado de los controles financieros de los ejercicios anteriores.
d) El diseño de los procedimientos administrativos y de la fiabilidad de sus sis-

temas de control interno.
e) La naturaleza de las actividades sometidas a control.
f) Las situaciones especiales que puedan influir en la fiscalización.
g) La importancia relativa de las operaciones.
h) Los medios personales y económicos disponibles.

CAPÍTULO SEGUNDO

Reglamento de los informes de control financiero permanente y auditoría pública

Artículo 34. Emisión de los informes.
1. La Intervención General elaborará el proyecto de informe que se derive de los 

trabajos y las actuaciones realizadas, el cual tendrá carácter provisional.
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2. El proyecto de informe será remitido a los centros gestores, entes dependien-
tes o sujetos auditados, para que éstos, en el plazo de quince días hábiles desde la 
recepción del informe hagan las alegaciones que estimen oportunas.

3. Una vez examinadas las alegaciones presentadas, la Intervención emitirá 
el informe definitivo, que remitirá a la Presidencia. Asimismo, al objeto de dar cum-
plimiento a lo requerido por los artículos 219.3 y 220.4 LHL, los informes se remitirán 
al Pleno corporativo y se incluirán en la cuenta general en anexo separado.

Artículo 35. Publicidad de los informes y Plan de Acción.
1. De los informes definitivos de control financiero se dará la publicidad que exi-

gen las normas vigentes y aquella que ordene la Presidencia.
2. El presidente de la Corporación formalizará un Plan de acción que determine las 

medidas a adoptar para subsanar las incidencias puestas de manifiesto en los informes 
definitivos, en los términos previstos en el artículo 38 del Real Decreto 424/2017.

Artículo 36. Estructura y contenido de los informes.
Sin perjuicio de instrucciones específicas, los informes de control financiero, 

deberán tener el contenido básico con los epígrafes que a continuación se indican:
a) Introducción. Se indicará la competencia para realizar el control financiero y 

el órgano que emite el informe.
b) Consideraciones generales. Se hará una breve referencia a la actividad del 

ente que es objeto de control o a su estructura organizativa. En el caso de que el 
control financiero se ejerza sobre perceptores de las subvenciones o ayudas, se des-
tacarán las características de las mismas y la normativa reguladora básica.

c) Objetivo y alcance del trabajo. Se reflejará el objetivo genérico y los objetivos 
particulares del control, así como el alcance del trabajo (áreas, período, cuentas exa-
minadas, procedimientos, etc.). Se expondrán las limitaciones al alcance que se han 
encontrado y su trascendencia para el cumplimiento de los objetivos del control. En el 
caso de no existir ninguna, se hará constar esta circunstancia.

d) Resultados del trabajo. Se indicarán los resultados del control, reflejando la 
evidencia y los hechos constatados como consecuencia de las pruebas realizadas en 
relación a los objetivos del control financiero.

e) Conclusiones generales. Se destacarán los aspectos más significativos de los 
resultados obtenidos, distinguiendo, cuando proceda, las distintas áreas de trabajo. 
Se incluirá la opinión del órgano de control en relación con los objetivos del control 
financiero. Se reflejarán de forma independiente las conclusiones de auditoría finan-
ciera, que incluirán la opinión sobre las cuentas, de aquellas otras relativas al cum-
plimiento de la legalidad o a la gestión.

f) Recomendaciones. En su caso, se propondrán las posibles medidas a adoptar 
para corregir las debilidades y defectos puestos de manifiesto y si fuera procedente 
se propondrá al órgano gestor que realice las actuaciones tendentes a la recupera-
ción de cantidades indebidamente percibidas o justificadas. No obstante, cuando la 
naturaleza del trabajo lo requiera se podrá incluir un único apartado que comprenda 
las conclusiones y recomendaciones.

g) Alegaciones. Se incluirá el escrito de la entidad o ente controlado. No obs-
tante, en el caso de que transcurrido el plazo para alegaciones éstas no se hayan 
recibido, se podrá destacar esta situación en el apartado de Introducción del Informe.

h) Observaciones a las alegaciones. Cuando el órgano interventor actuante, a 
la vista de las alegaciones recibidas, considere necesario modificar el informe provi-
sional o efectuar alguna matización a los hechos puestos de manifiesto, a las con-
clusiones o a las recomendaciones contenidas en el informe, se incluirá una sección 
independiente en la que de forma concisa y motivada se expondrá la opinión del 
órgano de control.

Artículo 37. Procedimientos de fiscalización.
1. La ejecución de las pruebas y procedimientos de auditoría requerirá de la pre-

via elaboración de los preceptivos programas de trabajo que deberán desarrollar los 
procedimientos que se especifican para cada ámbito subjetivo del control posterior.

2. Estos procedimientos se completarán para quien ejecute el control posterior 
cuando se observen operaciones o transacciones de relevancia o significación inclu-
yéndose la revisión de las que no estén específicamente previstas en los procedimien-
tos detallados.



Núm. 222	 25 septiembre 2020

BO
PZ

 59

3. Igualmente, se adaptarán o se propondrán alternativas cuando las circuns-
tancias y características del servicio o de la entidad a fiscalizar lo hagan necesario, 
justificando adecuadamente las razones que motivan la decisión.

Artículo 38. Singularidades del procedimiento en los casos de contratación 
externa.

1. Si los medios personales y materiales de la Intervención General no son su-
ficientes para la ejecución de los trabajos que se proponen se requerirá de la contra-
tación de equipos profesionales adecuados, con formación específica en la materia, 
necesaria y suficiente para llevar a cabo uno o varios de estos controles.

2. Por este motivo, el alcance del Plan anual se ajustará, a las consignaciones 
presupuestarias que se hayan habilitado en el presupuesto de estos ejercicios.

3. En cualquier caso, la dirección de los trabajos corresponde a la Intervención 
General de el Ayuntamiento, quien directamente o a través del funcionario que desig-
ne al efecto realizará las actuaciones necesarias para la coordinación, verificación, 
revisión y recepción de los servicios contratados.

4. Los auditores privados contratados para colaborar con la Intervención Gene-
ral deberán someterse a la misma, en la planificación de los trabajos, el plan global de 
auditoría que incluirá necesariamente la determinación de los criterios de importancia 
relativa (materialidad), que se tomarán en consideración en el desarrollo de los traba-
jos y en la emisión de los informes, así como su justificación. La Intervención podrá 
modificar o corregir el plan global de auditoría en todo lo que considere necesario, 
incluidos los criterios de materialidad y programas de trabajo, a fin de adaptar el 
contenido del trabajo a los requerimientos que son exigibles en una auditoría pública.

5. Corresponderá al auditor contratado la ejecución de las pruebas necesarias 
para satisfacer los objetivos de los trabajos, siguiendo los programas de trabajo que 
se fijen en la planificación de los mismos.

6. Igualmente, corresponderá al auditor contratado la preparación del proyecto 
de informe que se prevé en el artículo 31, el cual se someterá a la supervisión y con-
sideración de la Intervención General.

7. Cuando una entidad auditada presente alegaciones a los informes provisio-
nales de control financiero, corresponderá al auditor contratado la revisión de las 
mismas y la emisión de las observaciones que sean necesarias.

8. Las conclusiones del auditor contratado deben estar soportadas en los pape-
les de trabajo y documentación soporte obtenidos como consecuencia de la ejecución 
material del trabajo realizado, que contengan evidencia suficiente, pertinente y válida, 
obtenida de la aplicación y evaluación de las pruebas de auditoría que se hayan rea-
lizado para obtener una base de juicio razonable.

9. Los papeles de trabajo estarán a disposición de la Intervención General du-
rante la ejecución de los trabajos, debiendo entregar copia de los mismos y el resto 
de documentación soporte cuando se haya dado conformidad al borrador de informe.

Artículo 39. Programación de las actuaciones de control posterior y control fi-
nanciero.

1. Las actuaciones previstas en el Plan anual que se diseñe deben poder ser 
aplicadas durante la vigencia del mismo, salvo las relativas al control financiero de 
los contratistas y de los concesionarios de los servicios así como los beneficiarios de 
subvenciones, que se condiciona a las disponibilidades presupuestarias para poder 
ser abordadas.

2. La elección se hará de forma motivada con el objetivo de obtener la evalua-
ción más eficaz de los procedimientos que se revisan.

3. Al objeto de completar el control posterior y el control financiero de el Ayun-
tamiento, en ejercicios posteriores el Plan de control posterior y de control financiero 
adoptará actuaciones que continúen y complementen las programadas para este ejer-
cicio con las siguientes consideraciones:

a) Control posterior y control financiero de los servicios del Ayuntamiento de 
Lucena. Se ejecutará el control posterior de los derechos y de los gastos exentos de 
fiscalización previa.

Se llevará a cabo un seguimiento de las conclusiones y recomendaciones formu-
ladas como consecuencia de la ejecución de este plan.
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b) Control financiero de los entes dependientes. El procedimiento previsto se 
ejecutará de forma continuada para cada ejercicio cerrado.

c) Control de contratistas y concesionarios de servicios. En función de la dispo-
nibilidad presupuestaria se ejecutarán los controles con una periodicidad no inferior 
a tres años.

En su caso, en el ejercicio inmediato posterior al de ejecución de un control 
financiero se podrá realizar una actuación limitada que tendrá como finalidad revisar 
el seguimiento de las observaciones que se hayan detectado o la aplicación de las 
recomendaciones formuladas.

d) Control financiero de beneficiarios de subvenciones. Se ejecutarán anualmen-
te en el número posible atendiendo a las disponibilidades presupuestarias.

Se ejecutará de forma que, al menos en los próximos tres años todos los benefi-
ciarios de las subvenciones nominativas de mayor importe hayan sido fiscalizadas, así 
como subvenciones contenidas en los diferentes servicios y convocatorias.

Artículo 40. Control financiero de las entidades dependientes.
El control financiero de las entidades dependientes se llevará a cabo en la doble 

vertiente de auditoría financiera o de cuentas anuales y de control de legalidad.
A) Auditoría de cuentas anuales.
La auditoría de las cuentas anuales se desarrollará de conformidad con las nor-

mas que regulan la auditoría de cuentas anuales, con el fin de informar sobre la ade-
cuada presentación de la información financiera de la entidad auditada, de acuerdo 
con el marco normativo de información financiera que resulte de aplicación.

Igualmente, se deberán evaluar los sistemas de control interno en relación a los 
procedimientos contables y administrativos, de organización y autorización, ejecución 
y control de las operaciones.

B) Control de legalidad.
El control financiero de legalidad tendrá por objeto comprobar específicamente 

que los actos, las operaciones y los procedimientos de gestión se han desarrollado 
de conformidad con las normas y directrices que les sean de aplicación, así como del 
grado de eficacia y eficiencia en la logro de los objetivos previstos.

Los trabajos se realizarán por procedimientos de auditoría de acuerdo con las 
normas de auditoría del sector público y comprenderán, como mínimo, el análisis de 
las siguientes cuestiones:

—La adecuación de los gastos a los fines estatutarios de la sociedad.
—La adecuación de los gastos e ingresos a los presupuestos y programas de 

actuación aprobados.
—La adecuación de la contratación de bienes y servicios a la normativa que le 

sea de aplicación y específicamente a lo que se establezca en las instrucciones inter-
nas de contratación o en las bases de ejecución del presupuesto.

—La revisión de los circuitos establecidos para los principales procesos de ges-
tión económica, especialmente el relativo a la autorización y pago del gasto.

—Los procesos de selección de personal, con atención al cumplimiento de los 
principios de igualdad, publicidad, capacidad y mérito.

—La adecuación de las retribuciones al convenio colectivo aplicable y normas 
legales vigentes, en especial las establecidas por la Ley de presupuestos.

—La aprobación de las operaciones de endeudamiento por el órgano competente.
—El cumplimiento de las obligaciones fiscales y con la seguridad social y de las 

obligaciones mercantiles de la sociedad.
—La ejecución del presupuesto aprobado y de las principales desviaciones re-

gistradas. La revisión del cumplimiento o incumplimiento de las observaciones y con-
clusiones realizadas en informes de ejercicios anteriores.

Artículo 41. Control financiero de las concesionarias de servicios públicos.
Los procedimientos de revisión de concesionarios de servicios públicos a eje-

cutar serán:
—Evaluar la corrección de los estados financieros preparados por el contratista 

adjudicatario de la concesión.
—Verificar la realidad y regularidad de las operaciones.
—Verificar que los ingresos se corresponden a los precios y conceptos estable-

cidos en el contrato.
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—Verificar que los gastos de personal se adecuan al número y perfiles profesio-
nales establecidos en el contrato y en los convenios de referencia.

—Verificar que los gastos imputados en la cuenta de explotación derivan exclu-
sivamente de la prestación del servicio en los términos establecidos en el contrato.

—Que, en su caso, se verifica la utilización del precio normal de mercado en las 
transacciones y operaciones vinculadas.

—Que se ha llevado a cabo la inversión prevista en el contrato a precios de 
mercado.

—Que las amortizaciones se corresponden con la inversión efectivamente reali-
zada para la prestación del servicio, en los términos establecidos en el contrato.

—Las desviaciones de la cuenta de explotación y de los resultados obtenidos en 
relación con la propuesta inicial del contratista.

—En su caso, la revisión de las actuaciones del concesionario en materia de 
gestión y recaudación de tributos de Lucena consistirá en la realización de una revi-
sión limitada de la cuenta de facturación presentada anualmente con el fin de verificar 
la adecuación de los procedimientos de gestión y liquidación de estos ingresos a las 
normas generales y las establecidas en el contrato y en pliegos de cláusulas adminis-
trativas y de prescripciones técnicas que regulan la gestión del servicio, en relación a 
la gestión, recaudación y liquidación del Ayuntamiento de estos ingresos.

Artículo 42. Control financiero de los beneficiarios de subvenciones.
1. El control financiero de los beneficiarios de las subvenciones consistirá en 

comprobar su adecuada y correcta obtención, utilización y disfrute verificando:
a) El cumplimiento de las condiciones establecidas en la normativa estatal y 

comunitaria para su concesión u obtención.
b) La correcta utilización y aplicación de los fondos a las finalidades previstas en 

la normativa reguladora y en el correspondiente acuerdo de concesión.
c) La realidad y regularidad de las operaciones financiadas con las subvenciones.
La adecuada justificación de los fondos recibidos y el cumplimiento de las demás 

obligaciones impuestas.
2. Los procedimientos de revisión más relevantes a ser ejecutados serán:
a) La procedencia y razonabilidad de la transferencia atendiendo al marco nor-

mativo y competencial del Ayuntamiento.
b) Respeto a las limitaciones cuantitativas de las subvenciones.
c) Que se haya dado cumplimiento a los requerimientos formales que exigen las 

bases, la convocatoria o el convenio o acuerdo que lo regule.
d) Constancia del gasto soportado por el beneficiario y de su pago.
e) Que el gasto soportado por el beneficiario se vincula directamente al objeto de 

la subvención y se ha aplicado a esta finalidad.
f) En el supuesto de que se haya exigido en el acuerdo de concesión de la sub-

vención la presentación de facturas, certificaciones o cualquier otra documentación 
o el cumplimiento de determinados requisitos, verificar que éstos se han cumplido y 
que los soportes documentales aportados son justificativos del propósito, actividad o 
proyecto por el que se concede la ayuda.

g) Revisión física del equipamiento y material susceptible de ser verificado, así 
como la comprobación del funcionamiento y aplicación a la finalidad prevista.

h) Verificación de que no se han recibido subvenciones o ayudas que sean in-
compatibles, total o parcialmente, con las que se revisan.

i) Cuando sea necesario, comprobación de los requisitos de concurrencia reque-
ridos por la normativa de subvenciones cuando los gastos realizados por el beneficia-
rio exceden de los importes indicados por la norma referida.

j) En el caso de subvenciones nominativas, que la subvención nominativa estaba 
prevista en el presupuesto general. En otros casos, que se han otorgado mediante 
convocatoria pública u otro procedimiento que permita respetar los criterios de pu-
blicidad, concurrencia y objetividad. En caso de que no se haya hecho convocatoria, 
revisar si el expediente contiene alguna razón que lo justifique y, en cualquier caso, 
evaluar si se considera razonable no haber procedido a procedimientos abiertos.

k) Cuando se haya dado pago con carácter previo a la justificación, comprobar 
que se ha cumplido lo previsto en la normativa que regule la subvención.
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Artículo 43. Opciones metodológicas.
Los trabajos de control posterior y de control financiero conllevarán la ejecución 

de las siguientes actuaciones principales, las cuales se llevarán a cabo con sujeción a 
las prescripciones establecidas en las Normas de Auditoría del Sector Público:

1. Planificación de los trabajos a realizar, definiendo objetivos, alcance y me-
todología, identificación de los niveles de importancia relativa en el desarrollo de los 
trabajos y en la emisión de informes, así como su justificación, determinación de áreas 
de riesgo y epígrafes significativos del control; programas de trabajo para cada área, 
sistema de determinación de muestras, distribución de tareas detallada por compo-
nentes del equipo técnico, con expresión del presupuesto de tiempo a emplear y 
calendario previsto para las diferentes fases del trabajo.

2. Ejecución de los trabajos recogidos en los programas de trabajo y de aquellos 
otros que sea necesario desarrollar en base a los resultados que puedan surgir del 
análisis a efectuar y documentación de los mismos, mediante un sistema de archivos 
que garantice la integridad y apoyo de todas las actuaciones, la confidencialidad y la 
adecuada custodia de documentos y papeles de trabajo.

3. Dirección, supervisión y control de los trabajos. La dirección de los trabajos 
corresponderá al Interventor General que podrá asignarlo a un Técnico de su ámbito. 
La supervisión se efectuará de acuerdo con lo previsto en las normas de auditoría del 
sector público. El procedimiento ha de servir especialmente para poder validar los 
trabajos ejecutados por empresas externas siempre que:

3.1. Los trabajos se hayan ejecutado de conformidad con la planificación acor-
dada.

3.2. Se hayan ejecutado las pruebas previstas en los programas de trabajo.
3.3. Que las pruebas ejecutadas alcancen los objetivos de revisión.
3.4.Que las evidencias sean adecuados, suficientes, pertinentes y válidas para 

soportar las observaciones y conclusiones del trabajo.
4. Emisión de propuestas de informes provisionales de control financiero. Los 

informes provisionales, previo a la remisión a los fiscalizados al objeto de que pue-
dan formular alegaciones, se someterán a la supervisión de la Interventor General 
o del Técnico en quien se delegue, quien podrá requerir del equipo de trabajo, las 
ampliaciones, modificaciones, aclaraciones y cualquier otra actuación que considere 
convenientes.

5. Examen y análisis de las alegaciones que, en su caso, pueda formular el 
servicio o entidad objeto de control posterior o de control financiero. Las alegaciones 
que formule el fiscalizado serán analizadas y evaluadas por el equipo de trabajo. Por 
cada una de ellas, se efectuará una valoración razonada la que se documentará en 
los papeles de trabajo. Cuando se considere oportuno, a criterio de la Intervención 
General, se podrá incluir en el informe comentarios en relación a las alegaciones no 
aceptadas.

Disposiciones finales

Primera. — El presente Reglamento será de aplicación a cualquier Entidad de-
pendiente del Ayuntamiento desde el preciso momento que se incorpore a su ámbito 
de aplicación por cumplir los condicionantes descritos en el artículo 1 y, de igual 
modo, no lo será desde que resulte acreditado su exclusión del mismo.

Segunda. — Cualquier modificación de la normativa estatal o autonómica que 
comporte la necesidad de adaptar este Reglamento de control interno de la gestión 
económica se entenderá de aplicación inmediata, y se considerará automáticamente 
adaptado a los cambios producidos. La Presidencia podrá aprobar las Instrucciones 
correspondientes a propuesta de la Intervención General.

Tercera. — Este Reglamento entrará en vigor a partir de su aprobación y su 
vigencia se mantendrá hasta su modificación o derogación por normas de superior 
rango o acuerdo de Pleno.

Disposición derogatoria

Única. — Quedan derogadas los artículos de las bases de ejecución del presu-
puesto en cuanto que regulen aspectos de control interno que hayan sido regulados 
en el presente Reglamento, y contradigan al mismo.
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ANEXO I

Guia de fiscalización previa limitada de gatos
A) Sobre los gastos que se deben fiscalizar previamente de manera limitada, se 

revisará los siguientes requisitos básicos:
1. La existencia de crédito presupuestario y que el propuesto es adecuado y sufi-

ciente a la naturaleza del gasto u obligación que se proponga contraer y que cumplan 
los requisitos de carácter limitativo, vinculante y temporal de los créditos, previstos e 
los artículos 172 y 176 del TRLRHL.

2. Si el gasto se financia con recursos afectados, que existe efectiva disponi-
bilidad de los recursos con documentación fehaciente. Si es posible la tramitación 
anticipada del expediente, primero se comprobará que se ha condicionado la adju-
dicación, y previamente a ésta que se acreditará fehacientemente la consolidación 
de los recursos, en caso de iniciarse la ejecución material en el año de adjudicación.

3. Si se trata de contraer compromisos de gasto con carácter plurianual, se com-
probará que se cumple lo previsto en el artículo 174 TRLRHL.

4. Que los gastos u obligaciones se proponen al órgano competente para la 
aprobación, compromiso del gasto o reconocimiento de la obligación.

5. La evaluación de la sostenibilidad, en los términos establecidos en la Ley 
Orgánica de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, en aquellos ex-
pedientes que correspondan a competencias impropias, e los términos del artículo 7.4 
de la Ley 7/1985 Reguladora de las Bases de Régimen Local.

6. Que los gastos se generan por el órgano competente por razón de la materia.
7. En los expedientes de compromiso de gasto, que responden a gastos apro-

bados y fiscalizados favorablemente en caso de ser necesaria la separación de fases.
8. En los expedientes de reconocimiento de la obligación, que responden a gas-

tos aprobados, comprometidos y fiscalizados favorablemente en caso de ser necesa-
ria la separación de fases. Asimismo, cuando sea preceptiva, que se ha realizado la 
comprobación material con carácter favorable.

B) Adicionalmente, en virtud de la previsión que efectúa el artículo 13.2 del Real 
Decreto 424/2017, de 28 de abril, por el que se regula el Régimen del Control Interno 
en las Entidades del Sector Público Local, los aspectos que se detallan a continuación.

1. Expedientes de personal.
1.1. Acceso de personal laboral y funcionario a puestos de plantilla:
Además de los requisitos básicos a que se refiere el apartado A de este Anexo, 

se efectuarán las siguientes comprobaciones adicionales en el expediente:
• Existencia de bases de la convocatoria debidamente aprobadas.
• Informe del responsable de Recursos Humanos, de acuerdo con lo previsto 

en el artículo 172 ROF, el cual, atendiendo a lo previsto en el artículo 175 del mismo 
reglamento, se manifieste, como mínimo, en relación a los puntos siguientes:

—Que el puesto o puestos de trabajo a cubrir figuran detallados en la plantilla 
aprobada, están vacantes o cubiertos de forma interina.

—Que el procedimiento seguidos se ajusta a los requisitos exigidos por la nor-
mativa que sea aplicable en cada caso.

—Que se cumplen las limitaciones de la tasa de reposición de efectivos.
—Que las retribuciones se adecuan al puesto de trabajo a ocupar, de conformi-

dad con el convenio y demás normativa reguladora.
—Pronunciamiento en relación al órgano competente para la aprobación de la 

operación.
—Propuesta de resolución.
• Certificado de Secretaría acreditativo de haber sido cumplimentado el requisito 

de publicidad de las correspondientes convocatorias en los términos establecidos por 
la normativa que en cada caso resulte de aplicación.

• Acreditación de los resultados del proceso de selección expedida por el órgano 
competente o de la bolsa de empleo, en su caso, mediante certificado de quien actuó 
de Secretario en el proceso.

• En el caso de prórroga de personal interino, informe del responsable de Recur-
sos Humanos referido a que la duración del contrato no supera el plazo previsto por 
la legislación vigente.
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• Adicionalmente, cuando legalmente pueda corresponder, informe del respon-
sable del Centro Gestor justificando las razones de necesidad y urgencia y, en su 
caso, la creación del programa temporal y la insuficiencia de medios.

1.2. Propuesta de contratación de personal eventual y directivo:
Además de los requisitos básicos a que se refiere el apartado A de este Anexo, 

se efectuarán las siguientes comprobaciones adicionales en el expediente:
En la fase de autorización y disposición del gasto:
Para ambos tipos de contratación, informe del responsable de Recursos Hu-

manos, de acuerdo con lo previsto en el artículo 172 del ROF, el cual, atendiendo a 
lo previsto en el artículo 175 del mismo reglamento, se manifieste, como mínimo, en 
relación a los siguientes puntos:

• Que el personal eventual y directivo está aprobado por el Pleno de la Corpo-
ración del Ayuntamiento que los autorizó y que se encuentra incluido en la Plantilla.

• Que se ha dado cumplimiento a los procedimientos y limitaciones que imponen 
las normas y que la persona a nombrar reúne los requisitos exigidos.

• Pronunciamiento en relación al órgano competente para la aprobación del 
expediente.

• Propuesta de resolución.
1.3. Propuesta de contratación laboral e interina sin plaza en plantilla:
Además de los requisitos básicos a que se refiere el apartado A de este Anexo, 

se efectuarán las siguientes comprobaciones adicionales en el expediente:
En la fase de autorización previa del gasto (A):
• Informe propuesta del responsable del Centro Gestor justificando las razones 

de necesidad y urgencia y, en su caso, la creación del programa temporal y la insufi-
ciencia de medios.

• Informe del responsable de Recursos Humanos, de acuerdo con lo previsto 
en el artículo 172 ROF, el cual, atendiendo a lo previsto en el artículo 175 del mismo 
reglamento, se manifieste, como mínimo, en relación a los puntos siguientes:

—Que el contrato a celebrar no se corresponde con ninguna plaza de plantilla.
—Que el procedimiento de selección se ajusta a los requisitos exigidos por la 

normativa que sea aplicable en cada caso.
—Que el contrato es posible realizarlo a la vista de las limitaciones previstas en 

las leyes de presupuestos generales del Estado.
En la fase previa al compromiso del Gasto (D): Antes de resolver el proce-

dimiento, comprobación:
• Certificado de Secretaría acreditativo de haber sido cumplimentado el requisito 

de publicidad de las correspondientes convocatorias en los términos establecidos por 
la normativa que en cada caso resulte de aplicación:

• Acreditación de los resultados del proceso selectivo expedida por el órgano 
competente o de la bolsa de empleo, en su caso, mediante certificado de quien actuó 
de Secretario en el proceso.

• En el caso de que la contratación de este personal tenga lugar a través de un 
plan de empleo o similar, se comprobarán los extremos anteriores para la fase de Au-
torización, y para la fase D los certificados previstos anteriormente se sustituirán por 
un informe del técnico responsable tendente a verificar que los contratos podrán ser 
celebrados al amparo del plan se adecuan a lo dispuesto en la normativa vigente, así 
como que dicho plan contiene una descripción del proceso selectivo que se seguirá 
en aplicación del mismo.

• En el caso de prórroga de personal interino, informe del responsable de Recur-
sos Humanos referido a que la duración del contrato no supera el plazo previsto en la 
legislación vigente.

1.4. Expedientes de variaciones de nóminas:
Además de los requisitos básicos a que se refiere el apartado A de este Anexo, 

se efectuarán las siguientes comprobaciones adicionales en el expediente:
A. Productividades, gratificaciones, horas extraordinarias, y otras indemnizacio-

nes, sustituciones, se acreditará en el expediente:
• Existencia de autorización del concejal delegado con carácter previo, e informe de 

los respectivos jefes de servicio acreditando la efectividad de la prestación, en su caso.
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• Informe del responsable de Recursos Humanos sobre que los importes se 
ajustan a los pactos, convenios u otras normas vigentes y se respetan los requisitos 
legales aplicables en cada caso.

• Resolución del órgano competente.
B. Reconocimiento de trienios y grado personal:
• Informe del área sobre procedencia y legalidad de los mismos.
• Resolución de Alcaldía.
C. Comisiones de servicio:
• Informe del jefe del área de Recursos Humanos sobre procedencia y legalidad 

de las mismas en le que se acredite la existencia de las vacantes que se cubren.
• Resolución de Alcaldía.
D. Dietas por Asistencias a Órganos Colegiados: Se acreditará en el expediente:
• Certificado del Secretario sobre el número de asistencias a sesiones, compu-

tado de forma individual.
E. Dietas por asistencias a tribunales. Se acreditará en el expediente:
• Acreditación del nombramiento del tribunal.
• Certificado del Secretario del Tribunal sobre las asistencias y número de sesio-

nes realizadas por cada miembro del mismo.
• Acreditación de no existencia de un límite total de dietas para un mismo pro-

ceso selectivo.
F. Gastos de locomoción y dietas: Se acreditará en el expediente:
• Autorización de comisión de servicio firmada por el concejal responsable.
• Justificación documental de asistencia.
• Informe del jefe de servicio sobre la cuantía de las dietas y que estas se corres-

ponden con lo establecido en la Base 29ª de las bases de ejecución del presupuesto, 
y con lo establecido en el Real Decreto 462/2002, de 24 de mayo.

1.5. Reingreso al servicio activo:
Además de los requisitos básicos a que se refiere el apartado A de este Anexo, 

se efectuarán las siguientes comprobaciones adicionales en el expediente:
• Informe del jefe de servicio sobre adecuación a la normativa vigente y compro-

bación de que los puestos están vacantes y dotados presupuestariamente.
1.6. Aprobación del Programa de productividad anual:
Además de los requisitos básicos a que se refiere el apartado A de este Anexo, 

se efectuarán las siguientes comprobaciones adicionales en el expediente:
• Informe del jefe de servicio sobre cumplimiento de requisitos legales del pro-

grama.
• Comprobación de la existencia de crédito para su financiación.
• Para el reconocimiento del gasto a cada empleado.
—Informe del jefe de servicio de personal sobre cumplimiento por cada emplea-

do del programa, y cuantificación del mismo.
—Resolución de Alcaldía aprobando los importes que se corresponden por em-

pleado.
1.7. Expedientes fiscalización de nóminas del personal:
El expediente completo de nóminas deberá estar en Intervención para su fisca-

lización y contabilización como máximo el día 26 de cada mes.
Además de los requisitos básicos a que se refiere el apartado A de este Anexo, 

se efectuarán las siguientes comprobaciones adicionales en el expediente:
• Estados justificativos, firmados por el Habilitado u órgano responsable de su 

formación y que se proponen para su aprobación al órgano competente.
• En el caso de las de carácter ordinario y las unificadas de periodo mensual, 

comprobación aritmética que se realizará efectuando el cuadre del total de la nómina 
con el que resulte del mes anterior, más la suma algebraica de las variaciones inclui-
das en la nómina del mes de que se trate.

• Justificación documental limitada a los siguientes supuestos de alta y variación 
en nómina con el alcance que para cada uno de ellos se indica:

—Altos cargos: copia del acuerdo de nombramiento o documento en el que se 
indique la fecha de su publicación oficial, diligencia de la correspondiente toma de 
posesión y verificación de las retribuciones.
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—Acreditación de su nombramiento y de que el expediente de alta ha sido fis-
calizado previamente.

1.8. Expediente de aprobación y reconocimiento de la cuota patronal a la Segu-
ridad Social:

Además de los requisitos básicos a que se refiere el apartado A de este Anexo, 
se efectuarán las siguientes comprobaciones adicionales en el expediente:

• Se requerirá informe del jefe del servicio de nóminas indicando que el TC1 y 
TC2 recoge la totalidad del personal incluido en la nómina del mes a que se refiere y 
no incluye a ninguna persona que no haya sido retribuida por el Ayuntamiento en la 
nómina mensual.

1.9. Expediente de reclamaciones a la entidad local por salarios de tramitación 
en juicios por despido y cuota a la seguridad social asociados a los mismos:

Además de los requisitos básicos a que se refiere el apartado A de este Anexo, 
se efectuarán las siguientes comprobaciones adicionales en el expediente:

• Que se aporta certificación del Juzgado de lo Social, testimoniando la senten-
cia declaratoria del despido improcedente y haciendo constar su firmeza.

• Que se aporta propuesta de resolución a elevar al órgano competente para 
resolver el expediente de reclamación a la entidad local por salarios de tramitación en 
juicios por despido.

• Que se aporta justificante de las cuotas a la Seguridad Social asociadas a los 
mismos.

1.10. Ayudas de acción social:
Además de los requisitos básicos a que se refiere el apartado A de este Anexo, 

se efectuarán las siguientes comprobaciones adicionales en el expediente:
• Comprobación de que existe informe del área de recursos humanos sobre el 

importe individual, condición del trabajador y adecuación a Convenio.
• Resolución aprobatoria del gasto.
1.11. nticipos reintegrables a personal:
Además de los requisitos básicos a que se refiere el apartado A de este Anexo, 

se efectuarán las siguientes comprobaciones adicionales en el expediente:
• Comprobación de que existe informe del área de recursos humanos sobre el 

importe individual, condición del trabajador y adecuación al convenio regulador de las 
condiciones de trabajo del personal al servicio del Ayuntamiento.

1.12. Atrasos de retribuciones. Aprobación:
Además de los requisitos básicos a que se refiere el apartado A de este Anexo, 

se efectuarán las siguientes comprobaciones adicionales en el expediente:
• Comprobación de que en su caso, existe sentencia de la que se deduzca cla-

ramente el cumplimiento de los requisitos necesarios para el reconocimiento y abono 
de los atrasos.

• Comprobación de la existencia de informe que fundamente la procedencia del 
abono del atraso y liquidación en el que se determine el importe correspondiente.

2. Expedientes de responsabilidad patrimonial.
En fase previa al compromiso del Gasto (D): Antes de resolver el procedimiento, 

comprobación:
En los expedientes de reclamaciones que se formulen ante la Administración 

en concepto de indemnización de daños y perjuicios por responsabilidad patrimonial, 
además de los requisitos básicos a que se refiere el apartado A de este Anexo, se 
efectuarán las siguientes comprobaciones adicionales en el expediente:

• Que exista informe del servicio cuyo funcionamiento haya ocasionado la pre-
sunta lesión indemnizable.

• Que exista valoración económica del daño causado por técnico competente.
• Que exista informe jurídico (incluyendo si dicho daño está o no asegurado).
• Que en su caso existe dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo 

equivalente.

3. Expedientes de expropiación forzosa.
En fase previa al compromiso de gasto (D): Antes de resolver el procedimiento, 

comprobación:
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En los expedientes de gasto derivados de expropiaciones forzosas, además de 
los requisitos básicos a que se refiere el apartado A de este Anexo, se efectuarán las 
siguientes comprobaciones adicionales en el expediente:

• Depósitos previos:
—Que existe declaración de urgente ocupación de los bienes.
—Que existe acta previa a la ocupación.
—Que existe hoja de depósito previo a la ocupación.
• Indemnización por rápida ocupación:
—Que existe declaración de urgente ocupación de los bienes.
—Que existe acta previa a la ocupación.
—Que existe documento de liquidación de la indemnización.
• En los expedientes de determinación del justiprecio por los procedimientos 

ordinario y de mutuo acuerdo:
—Que existe la propuesta a la que se refiere el artículo 25 a) del Decreto de 

26 de abril de 1957 por el que se aprueba el reglamento de la Ley de Expropiación 
Forzosa.

—Que existe informe de los servicios técnicos correspondientes en relación al 
valor del bien objeto de la expropiación.

• En los expedientes de gasto en los que el justiprecio haya sido fijado por el 
Jurado de Expropiación u órgano de análoga naturaleza, no se comprobará ningún 
extremo adicional.

• Pago de intereses de demora por retrasos en la determinación del justiprecio y 
en el pago del mismo, se comprobará el cálculo de los mismos.

4. Negocios patrimoniales.
En los expedientes relativos a negocios patrimoniales, además de los requisitos 

básicos a que se refiere el apartado A de este Anexo, se efectuarán las siguientes 
comprobaciones adicionales en el expediente:

• Adquisición de bienes Inmuebles:
—Aprobación del gasto:
1. En los procedimientos de adquisición por concurso, que existe pliego de con-

diciones del concurso.
2. Que existe informe del Servicio Jurídico sobre los aspectos jurídicos de la 

contratación.
3. Que existe tasación del bien, debidamente aprobada, que incorporará el 

correspondiente estudio de mercado.
—Compromiso del gasto:
1. Que existe informe del Servicio Jurídico sobre la propuesta de adjudicación.
2. Cuando se proponga como procedimiento de adquisición del bien inmueble la 

adquisición directa, que concurren las circunstancias previstas para ello en la norma-
tiva, y que existe oferta de venta con expresión del precio, del plazo de duración de la 
oferta y de las condiciones del contrato.

3. En caso de adquisición por concurso, cuando no se adjudique el contrato de 
acuerdo con la propuesta formulada por la Mesa, que existe decisión motivada del 
órgano competente para la adjudicación.

—Aprobación del compromiso de gasto:
Que existe acuerdo de adquisición adoptado por el órgano competente.
• Arrendamiento de bienes inmuebles, ya sea tramitado como expediente inde-

pendiente o en expediente de enajenación del inmueble en el que simultáneamente 
se vaya a acordar su arrendamiento:

—Expediente inicial:
1. Propuesta de arrendamiento.
• Que existe informe técnico, que recogerá el correspondiente estudio de mercado.
• En los procedimientos de arrendamiento por concurso, que existe pliego de 

condiciones del concurso.
• Que existe informe del Servicio Jurídico sobre los aspectos jurídicos de la 

contratación.
2. Acuerdo de concertación del arrendamiento.
• Que existe informe del Servicio Jurídico sobre los aspectos jurídicos de la 

propuesta.
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• Cuando se proponga el concierto directo de arrendamiento de un bien inmue-
ble, que concurren las circunstancias previstas para ello en la normativa.

• En caso de arrendamiento por concurso, cuando no se adjudique el contrato 
de acuerdo con la propuesta formulada por la Mesa, que existe decisión motivada del 
órgano competente para la adjudicación

—Prórroga y novación:
• Que, en su caso, existe informe técnico, que recogerá el correspondiente es-

tudio de mercado.
• Que, en su caso, existe informe del Servicio Jurídico sobre los aspectos jurídi-

cos de la propuesta.
—Reconocimiento de la obligación:
• Que existe la conformidad de los servicios competentes con la prestación rea-

lizada.
• Que se aporta factura por el arrendador de acuerdo con lo previsto en el Real 

Decreto 1496/2003, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento que 
regula las obligaciones de facturación y se modifica el Reglamento del Impuesto sobre 
el Valor Añadido

5. Expediente premios, subvenciones y ayudas públicas.
Con carácter general, los premios están sujetos a la legislación sobre subven-

ciones salvo en los aspectos que resulte incompatible su aplicación por la propia 
naturaleza del premio.

Quedan excluidos de la aplicación de la LGS los premios que se concedan sin la 
previa solicitud del beneficiario

Sólo pueden otorgarse premios sobre materias que formen parte del ámbito 
competencial de la entidad local.

Para los expedientes de subvenciones y ayudas públicas a los que resulte de 
aplicación la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, además de 
los requisitos básicos a que se refiere el apartado A de este Anexo, se efectuarán las 
siguientes comprobaciones adicionales en el expediente:

• Subvenciones a conceder en régimen de concurrencia competitiva:
—Aprobación del gastos (con anterioridad a la aprobación de la convocatoria):
• Informe del jefe de servicio que acredite que existen las bases reguladoras de 

la subvención y que han sido, en su caso, publicadas en el Boletín Oficial de la Pro-
vincia y que la convocatoria se ajusta a las mismas.

• Que en la convocatoria figuran los créditos presupuestarios a los que se imputa 
la subvención y la cuantía total máxima de las subvenciones convocadas, así como, 
en su caso, el establecimiento de una cuantía adicional máxima, en aplicación del ar-
tículo 58 del Reglamento de la Ley General de Subvenciones.

• Que en la convocatoria figuran los criterios de valoración de las solicitudes y 
que éstos son conformes con los establecidos en las correspondientes bases regu-
ladoras.

• Cuando se trate de expedientes de aprobación de gastos por la cuantía adicio-
nal del artículo 58 del Reglamento de la Ley General de Subvenciones, una vez obte-
nida la financiación adicional se verificará como extremo adicional que nos e supera 
el importe establecido en la convocatoria.

—Compromiso del gasto (antes de la adjudicación o resolución de la convocatoria):
• Que existe el informe del órgano colegiado correspondientes sobre la evalua-

ción de las solicitudes.
• Que existe el informe del órgano instructor en el que conste que de la infor-

mación que obra en su poder se desprende que los beneficiarios cumplen todos los 
requisitos necesarios para acceder a las mismas.

• Que la propuesta de resolución del procedimiento expresa el solicitante o la 
relación de solicitantes a los que se va a conceder la subvención y su cuantía.

—Previo al reconocimiento de obligaciones:
• Para aquellas subvenciones en las que su normativa reguladora prevea que 

los beneficiarios han de aportar garantías, que se acredita la existencia de dichas 
garantías.

• En caso de realizarse pagos a cuenta, que están previstos en a normativa re-
guladora de la subvención.
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• Acreditación en la forma establecida en la normativa reguladora de la subven-
ción, de que el beneficiario se halla al corriente de obligaciones tributarias y frente a la 
Seguridad Social y no es deudor por resolución de procedencia de reintegro.

• Que se acompaña certificación a que se refiere el artículo 88.3 del Reglamento 
de la Ley General de Subvenciones (que procede el abono) expedida por el órgano 
encargado del seguimiento de la subvención. El órgano interventor podrá decidir si 
comprueba los requisitos establecidos en la convocatoria y contenidos en este informe.

—En caso de convocatorias que establezca el pago anticipado de la subvención 
la justificación del cumplimiento de los requisitos exigidos formará parte de los de los 
planes de control financiero.

• Subvenciones de concesión directa:
Además de los requisitos básicos a que se refiere el apartado A de este Anexo, 

se efectuarán las siguientes comprobaciones adicionales en el expediente:
—Aprobación y compromiso del gasto: Informe del jefe de servicio sobre la pro-

puesta de Convenio regulador en el cual se especifiquen:
• Que la concesión directa de la subvención se ampara en alguna de las normas 

que, según la normativa vigente, habilitan para utilizar este procedimiento.
• Que se acredita en la forma establecida en la normativa reguladora de la sub-

vención, de que el beneficiario se halla al corriente de obligaciones tributarias y frente 
a la Seguridad Social y no está incurso en las prohibiciones para obtener dicha con-
dición, previstas en los apartados 2 y 3 del artículo 13 de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones.

• Que el convenio propuesto reúne requisitos suficientes en relación a la acre-
ditación subjetiva y objetiva del mismo así como los requisitos de justificación y libra-
miento de los fondos de forma precisa y de conformidad con la normativa vigente.

—Reconocimiento de obligaciones. Se comprobarán los mismos extremos pre-
vistos en el apartado relativo al reconocimiento de la obligación de las subvenciones 
concedidas en régimen de concurrencia competitiva. El certificado del jefe de servicio 
a que se refiere el artículo 88.3 del Reglamento de la Ley de Subvenciones debe re-
ferirse expresamente a la correcta justificación de la subvención.

• Para el resto de expedientes de transferencias, aportaciones y subvenciones 
y ayudas públicas a los que les es de aplicación la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones, los extremos adicionales serán los siguientes:

Además de los requisitos básicos a que se refiere el apartado A de este Anexo, 
se efectuarán las siguientes comprobaciones adicionales en el expediente:

—Autorización del gasto: en el caso de aportaciones a los Consorcios, Manco-
munidades y Fundaciones:

• A la adhesión comprobación de la existencia de informe jurídico sobre la lega-
lidad del mismo.

• Con carácter general, los establecidos anteriormente relativos a los expedien-
tes de subvenciones y ayudas públicas a los que resulte de aplicación la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre, General de Subvenciones, en la medida que dichos extremos 
sen exigibles de acuerdo con su normativa reguladora.

—Reconocimiento de la obligación: las aportaciones estatutarias a Consorcios, 
Fundaciones y Asociaciones de las que forme parte la Corporación se reconocerán 
una vez presenten el propio presupuesto aprobado en el que figure como recurso la 
aportación del Ayuntamiento en idéntica cuantía, así como las cuentas anuales del 
ejercicio anterior debidamente aprobadas, o en su defecto, del ejercicio precedente 
a éste último.

Igualmente en el plazo de 30 días a partir de la recepción de los fondos jus-
tificarán mediante certificación el haber registrado en contabilidad el ingreso de la 
aportación de referencia.

Si el expediente se instrumenta a través de un convenio, además de verificar lo 
establecido con carácter general en el punto anterior se deberá comprobar:

—Con carácter previo a su suscripción:
• Que existe informe del servicio jurídico.
• En los convenios con Comunidades Autónomas, además, que existe la previa 

autorización para la suscripción del convenio por el Pleno del ayuntamiento.
—Modificación o prórroga:
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• Además de la comprobación de los requisitos básicos del apartado A del anexo, 
que existe el informe del servicio jurídico sobre el texto de la modificación.

6. Expediente de contratación.
6.1. Expedientes de contratos de obras.
En los expedientes de contratos de obras, con excepción de los que se adjudi-

quen en el marco de un sistema de racionalización técnica de la contratación, además 
d ellos requisitos básicos a que se refiere el apartado A de este Anexo, se efectuarán 
las siguientes comprobaciones adicionales en el expediente:

Obras en general.
• Aprobación del gasto:
—Que existe proyecto informado por la Oficina Supervisora de Proyectos, si 

procede. Cuando no exista informe de la Oficina de Supervisión de Proyectos, y no 
resulte procedente por razón de la cuantía, que al expediente se incorpora pronuncia-
miento expreso de que las obras del proyecto no afectan a la estabilidad, seguridad o 
estanqueidad de la obra.

—Que existe pliego de cláusulas administrativas particulares o, en su caso, do-
cumento descriptivo, informado por el Servicio Jurídico.

—Que existe acta de replanteo previo.
—Que el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento des-

criptivo establece, para la determinación de la mejor oferta, criterios vinculados al 
objeto del contrato; que cuando se utilice un único criterio, éste esté relacionado con 
los costes, de acuerdo con el artículo 146.1 de la Ley de Contratos del Sector Público; 
si el único criterio a considerar es el precio, se verificará que éste sea el del precio 
más bajo, y en los casos en que figuren una pluralidad de criterios de adjudicación 
basados en la mejor relación calidad-precio, que se establezcan con arreglo a criterios 
económicos y cualitativos.

En los casos en que el procedimiento de adjudicación propuesto sea el diálogo 
competitivo se verificará asimismo que en la selección de la mejor oferta se toma en 
consideración más de un criterio de adjudicación en base a la mejora relación cali-
dad-precio.

—Cuando se prevea la utilización de varios criterios de adjudicación o de un 
único criterio distinto del precio, que el pliego de cláusulas administrativas particula-
res o el documento descriptivo establece los parámetros objetivos para identificar las 
ofertas anormalmente bajas.

—Que el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento des-
criptivo prevé, cuando proceda, que la documentación relativa a los criterios cuya 
ponderación dependa de un juicio de valor ha de presentarse en sobre o archivo elec-
trónico independiente del resto de la proposición.

—Que el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento des-
criptivo establece al menos una de las condiciones especiales de ejecución que se 
enumeran en el artículo 202.2 de la Ley de Contratos del Sector Público y la obliga-
ción del adjudicatario de cumplir las condiciones salariales de los trabajadores confor-
me al Convenio colectivo sectorial de aplicación.

—Cuando se proponga como procedimiento de adjudicación el procedimiento 
abierto simplificado, comprobar que se cumplen las condiciones previstas en el ar-
tículo 159.1 de la Ley de Contratos del Sector Público. En caso de que este proce-
dimiento se tramite según lo previsto en el artículo 159.6 de dicha Ley, se verificará 
que no se supere el valor estimado fijado en dicho apartado y que entre los criterios 
de adjudicación no hay ninguno evaluable mediante juicios de valor.

—Cuando se proponga como procedimiento de adjudicación un procedimiento 
con negociado, comprobar que concurre alguno de los supuestos previstos en los 
artículos 167 o 168 de la LCSP para utilizar dicho procedimiento.

—Cuando se proponga como procedimiento de adjudicación el diálogo competi-
tivo, verificar que se cumple alguno de los supuestos de aplicación del artículo 167 de 
la LCSP; y, en el caso de que se reconozcan primas o compensaciones a los partici-
pantes, que en el documento descriptivo se fija la cuantía de las mismas y que consta 
la correspondiente retención de crédito.

—Cuando se prevea en el pliego de cláusulas administrativas particulares la po-
sibilidad de modificar el contrato en los términos del artículo 204 de la LCSP, verificar 
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que el porcentaje previsto no es superior al 20% del precio inicial; y que la modifica-
ción no podrá suponer el establecimiento de nuevos precios unitarios no previstos en 
el contrato.

—Cuando se prevea en el pliego de cláusulas administrativas particulares la 
utilización de la subasta electrónica, verificar que los criterios de adjudicación a que 
se refiere la misma se basen en modificaciones referidas al precio y, en su caso, a 
requisitos cuantificables y susceptibles de ser expresados en cifras o porcentajes.

• Compromiso del gasto:
Adjudicación:
—Cuando no se adjudique el contrato de acuerdo con la propuesta formulada 

por la mesa, que existe decisión motivada del órgano de contratación al respecto.
—Cuando se declare la existencia de ofertas incursas en presunción de anorma-

lidad, que existe constancia de la solicitud de la información a los licitadores que las 
hubiesen presentado y del informe del servicio técnico competente.

—Cuando se utilice un procedimiento con negociación, que existe constancia en 
el expediente de las invitaciones cursadas, de las ofertas recibidas, de las razones 
para su aceptación o rechazo y de las ventajas obtenidas en la negociación, de con-
formidad con lo dispuesto en la LCSP:

—Cuando se proponga la celebración de un contrato con precios provisionales 
de conformidad con el artículo 102.7 de la LCSP, que se detallan en la propuesta de 
adjudicación los extremos contenidos en las letras a), b) y c) del citado precepto.

—Que se acredita la constitución de la garantía definitiva, salvo en el caso pre-
visto en el artículo 159.6 de la LCSP.

—Que se acredita que el licitador que se propone como adjudicatario a presen-
tado la documentación justificativa de las circunstancias a que se refieren las letras 
a) a c) del artículo 140.1 LCSP que procedan, incluyendo en su caso la de aquellas 
otras empresas a cuyas capacidades recurra; o bien, que se acredita la verificación 
de alguna o todas esas circunstancias mediante certificado del Registro Oficial de 
Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público o de la correspondiente base 
de datos nacional de un Estado miembro de la Unión Europea, con las dos siguientes 
excepciones, en el procedimiento abierto simplificado tramitado conforme al artículo 
159.4 de dicha Ley, en el que sólo se examinará que se ha aportado el compromiso 
la que se refiere el artículo 75.2 de la Ley y en el procedimiento abreviado tramitado 
conforme al artículo 159.6 de la ley cuando se haya constituido la Mesa, en el que no 
procederá la aplicación de este extremo.

Formalización:
—En su caso, que se acompaña certificado del órgano de contratación que acre-

dite que no se ha interpuesto recurso especial en materia de contratación contra la 
adjudicación o de los recursos interpuestos, o bien, certificado de no haberse acorda-
do medida cautelar que suspenda el procedimiento.

—En el supuesto de que se hubiese interpuesto recurso contra la adjudicación, 
deberá comprobarse igualmente que ha recaído resolución expresa del órgano que 
ha de resolver el recurso, ya sea desestimando el recurso o recursos interpuesto, o 
acordando el levantamiento de la suspensión o de la medida cautelar.

• Modificados:
—En el caso de modificaciones previstas según el artículo 204 LCSP, que la 

posibilidad de modificar el contrato se encuentra prevista e los pliegos, que no supera 
el límite previsto en los mismo, y que no se incluyen nuevos precios unitarios no pre-
vistos en el contrato. En el caso de modificaciones no previstas, o que no se ajusten 
a lo establecido en el artículo 204, que se acompaña informe técnico justificativo de 
los extremos previstos en el artículo 205 LCSP y que n se superan los porcentajes 
máximos previstos en dicho artículo.

—Que existe proyecto informado por la Oficina de Supervisión de Proyectos, si 
procede. Cuando no exista informe de la Oficina de Supervisión de Proyectos, y no 
resulte procedente por razón de la cuantía, que al expediente se incorpora pronuncia-
miento expreso de que las obras del proyecto no afectan a la estabilidad, seguridad y 
estanqueidad de la obra.

—Que existe informe del Servicio Jurídico, y en su caso, dictamen del Consejo 
de Estado.
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—Que existe acta de replanteo previo.
• Revisiones de precios: (aprobación del gasto: Que se cumplen los requisitos 

recogidos en el artículo 103.5 de la LCSP y que el pliego de cláusulas administrativas 
particulares establece la formula de revisión aplicable. En el caso de que para el con-
trato que se trate se haya aprobado una fórmula tipo, se verificará que nos e incluye 
otra fórmula de revisión diferente en los pliegos.

• Certificaciones de obra:
—Que existe certificación, autorizada pro el facultativo Director de la obra y con 

la conformidad de los Servicios correspondientes del órgano gestor.
—En el caso de efectuarse anticipos de los previstos en el artículo 240.2 de la 

LCSP, comprobar que tal posibilidad está contemplada en el pliego de cláusulas ad-
ministrativas particulares y que se ha prestado la garantía exigida.

—Cuando la certificación de la obra incluya revisión de precios, para su abono, 
comprobar que se cumplen los requisitos exigidos por el artículo 103.5 LCSP y que 
se aplica la fórmula de revisión prevista en el pliego de cláusulas administrativas 
particulares.

—Cuando el importe acumulados de los abonos a cuenta vaya a ser igual o 
superior con motivo del siguiente pago al 90% del precio del contrato, incluidas, en 
su caso, las modificaciones aprobadas, que se acompaña, cuando resulte preceptiva, 
comunicación efectuada a la Intervención General de la Administración del Estado 
para la designación de un representante que asista a la recepción, en el ejercicio de 
las funciones de comprobación material de la inversión, conforme a lo señalado en el 
segundo párrafo del artículo 198.2 LCSP.

—En el caso de efectuarse pagos directos a subcontratistas, comprobar que tal 
posibilidad está contemplada en el pliego de cláusulas administrativas particulares, 
conforme a la disposición adicional 51ª de la LCSP.

• Reconocimiento de la obligación por el IVA devengado en el pago de las certifi-
caciones de obra: Que se aporta factura por la empresa adjudicataria de acuerdo con 
lo previsto en el Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre, por el que se regulan 
las obligaciones de facturación y, en su caso, en la Ley 25/2013, de 27 de diciembre, 
de impulso de la factura electrónica.

• Certificación final:
—Que existe certificación final, autorizada por el facultativo Director de la obra.
—Que existe informe de la Oficina de Supervisión de Proyectos, si procede.
—Que se acompaña acta de conformidad de la recepción de la obra o, en su 

caso, acta de comprobación a la que se refiere el artículo 168 del Reglamento General 
de la Ley de Contratos del Sector Público o acta de comprobación y mediación a la 
que se refiere el artículo 246.1 de la LCSP.

—Cuando se incluya revisión de precios, para su abono, comprobar que se cum-
plen los requisitos exigidos por el artículo 103.5 de la LCSP y que se aplica la fórmula 
de revisión prevista en el pliego de cláusulas administrativas particulares.

—Que se aporta factura por la empresa adjudicataria de acuerdo con lo previsto 
en el Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre, por el que se regulan las obliga-
ciones de facturación y, en su caso, en la Ley 25/2013, de 27 de diciembre, de impulso 
de la factura electrónica.

• Liquidación:
—Que existe informe favorable del facultativo Director de la obra.
—Que existe informe de la Oficina de Supervisión de Proyectos, si procede.
—Que se aporta factura de la empresa adjudicataria de acuerdo con lo previsto 

en el Real decreto 1619/2012, de 30 de noviembre, por el que se regulan las obliga-
ciones de facturación y, en su caso, en la Ley 25/2013, de 27 de diciembre, de impulso 
de la factura electrónica.

• Pago de intereses de demora y de la indemnización por los costes de cobro: 
Que existe informe del Servicios Jurídico.

• Indemnización a favor del contratista.
—Que existe informe del Servicio Jurídico.
—Que existe informe técnico.
—Que, en su caso, existe dictamen del Consejo de Estado.
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• Resolución del contrato de obra:
—Que, en su caso, existe informe del Servicio Jurídico.
—Que, en su caso, existe dictamen del Consejo Consultivo.
6.2. Expedientes de contratación conjunta de proyecto y obra:
La fiscalización de estos expedientes se realizará con arreglo a lo previsto para 

los de obra en general, con las siguientes especialidades:
• Aprobación y compromiso de gasto: De acuerdo con el artículo 234 LCSP la 

fiscalización se pospone al momento inmediato anterior a la adjudicación, debiendo 
comprobarse como extremos adicionales a que se refiere el apartado primero 1.g) del 
presente Acuerdo:

• Adjudicación:
—Que se aporta justificación sobre su utilización de conformidad con el artículo 

234.1 de la LCSP.
—Que existe anteproyecto o, en su caso, bases técnicas a que el proyecto deba 

ajustarse.
—Que existe pliego de cláusulas administrativas particulares o, en su caso, do-

cumento descriptivo, informado por el Servicio Jurídico.
—Cuando se utilice modelo de pliego de cláusulas, verificar que el contrato a 

celebrar es de naturaleza análoga al informado por el Servicio Jurídico.
—Que el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento des-

criptivo establece, para la determinación de la mejor oferta, criterios vinculados al ob-
jeto del contrato; que cuando se utilice un único criterio, éste esté relacionado con los 
costes, de acuerdo con el artículo 146.1 LCSP; si el único criterio a considerar es el 
precio, se verificará que éste sea el del precio más bajo; y en los casos en que figuren 
una pluralidad de criterios de adjudicación basados en la mejor relación calidad-pre-
cio, que se establezcan con arreglo a criterios económicos y cualitativos.

En los casos en que el procedimiento de adjudicación propuesto sea el del diá-
logo competitivo se verificará asimismo que en la selección de la mejor oferta se 
toma en consideración más de un criterio de adjudicación en base a la mejor relación 
calidad-precio.

—Cuando se prevea la utilización de varios criterios de adjudicación o de un 
único criterio distinto del precio, que el pliego de cláusulas administrativas particula-
res o el documento descriptivo establece los parámetros objetivos para identificar las 
ofertas anormalmente bajas.

—Que el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento des-
criptivo prevé, cuando proceda, que la documentación relativa a los criterios cuya pon-
deración dependa de un juicio de valor ha de prestarse en sobre o archivo electrónico 
independiente del resto de proposiciones.

—Que el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento des-
criptivo establece al menos una de las condiciones especiales de ejecución que se 
enumeran en el artículo 202.2 de la LCSP y la obligación del adjudicatario de cumplir 
las condiciones salariales de los trabajadores conforme al Convenio colectivo secto-
rial de aplicación.

—Cuando se proponga como procedimiento de adjudicación un procedimiento 
con negociación, comprobar que concurre alguno de los supuestos previstos en los 
artículos 167 o 168 LCSP para utilizar dicho procedimiento.

—Cuando se proponga como procedimiento de adjudicación el diálogo compe-
titivo, verificar que se cumple alguno de los supuestos de aplicación del artículo 167 
LCSP y, en el caso de que se reconozcan primas o compensaciones a los participan-
tes, que en el documento descriptivo se fija la cuantía de las mismas y que consta la 
correspondiente retención de crédito.

—Cuando se prevea en el pliego de cláusulas administrativas particulares la 
posibilidad de modificar el contrato en los términos del artículo 204 LCSP, verificar que 
el porcentaje previsto no es superior al 20% del precio inicial; y que la modificación 
no podrá suponer el establecimiento de nuevos precios unitarios no previstos en el 
contrato.

—Cuando se prevea en el pliego de cláusulas administrativas particulares la 
utilización de la subasta electrónica, verificar que los criterios de adjudicación a que 
se refiere la misma se basen en modificaciones referidas al precio y, en su caso, a 
requisitos cuantificables y susceptibles de ser expresados en cifras o porcentajes.
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—Que, en su caso, consta la retención del crédito exigida por el artículo 58 del 
Real Decreto 111/1986, de 10 de enero, de desarrollo parcial de la Ley 16/1985, de 25 
de junio, del Patrimonio Histórico Español.

—Cuando no se adjudique el contrato de acuerdo con la propuesta formulada 
por la Mesa, que existe decisión motivada del órgano de contratación al respecto.

—Cuando se declare la existencia de ofertas incursas en presunción de anorma-
lidad, que existe constancia de la solicitud de la información a los licitadores que las 
hubiesen presentado y del informe del servicio técnico correspondiente.

—Cuando se utilice un procedimiento con negociación, que existe constancia en 
el expediente de las invitaciones cursadas, de las ofertas recibidas, de las razones 
para su aceptación o rechazo y de las ventajas obtenidas en la negociación, de con-
formidad con lo dispuesto en la LCSP.

—Cuando se proponga la celebración de un contrato con precios provisionales 
de conformidad con el artículo 102.7 LCSP, que se detallan en la propuesta de adjudi-
cación los extremos contenidos en las letras a), b) y c) del citado precepto.

—Que, en su caso, se acredita la constitución de la garantía definitiva.
—Que se acredita que el licitador que propone como adjudicatario ha presenta-

do la documentación justificativa de las circunstancias a que se refieren las leras a) a 
c) del artículo 140.1 LCSP que procedan, incluyendo en su caso la de aquellas otras 
empresas a cuyas capacidades se recurra; o bien, que se acredite la verificación de 
alguna o todas esas circunstancias mediante certificado del Registro Oficial de Lici-
tadores y Empresas Clasificadas del Sector Público o de la correspondiente base de 
datos nacional de un Estado miembro de la Unión Europea.

• Formalización: En su caso, que se acompaña certificado del órgano de contra-
tación que acredite que no se ha interpuesto recurso especial en materia de contra-
tación contra la adjudicación o de los recursos interpuestos, o bien, certificado de no 
haberse acordado medida cautelar que suspenda el procedimiento. En el supuesto de 
que se hubiese interpuesto recurso contra la adjudicación, deberá comprobarse igual-
mente que ha recaído resolución expresa del órgano que ha de resolver el recurso, ya 
sea desestimando el recurso o recursos interpuestos, o acordando el levantamiento 
de la suspensión o de la medida cautelar.

• Certificaciones de obra: Cuando se fiscalice la primera certificación, junto 
con los externos previstos para las certificaciones en los expedientes de contrato de 
obras, deberá comprobarse:

—Que existe proyecto informado pro la Oficina de Supervisión de Proyectos y 
aprobado por el órgano de contratación.

—Que existe acta de replanteo previo.
• Cuando, en el caso del artículo 234.5 LCSP, no sea posible establecer el im-

porte estimativo de la realización de las obras:
—Aprobación y compromiso del gasto: En el momento inmediatamente anterior 

a la adjudicación del contrato deberán ser objeto de comprobación los extremos pre-
vistos en relación con la aprobación y compromiso del gasto para el caso general de 
contratación conjunta de proyecto y obra, a excepción de la existencia de crédito pre-
supuestario adecuado y suficiente en relación con el gasto derivado de la ejecución 
de las obras.

—Previamente a la aprobación del expediente de gastos correspondiente a la 
ejecución de las obras, que de acuerdo con el artículo 234.5 LCSP es posterior a la 
adjudicación del contrato, serán objeto de comprobación los siguientes extremos:

• Los previstos en el apartado primero del presente Acuerdo en relación con 
dicho expediente de gasto.

• Que existe proyecto informado por la Oficina de Supervisión de Proyectos y 
aprobado por el órgano de contratación.

• Que existe acta de replanteo previo.
• Supuestos específicos de liquidación del proyecto: En aquellos supuestos en 

los que, conforme a lo previsto en el artículo 234.3 LCSP, el órgano de contratación y 
el contratista no llegaran a un acuerdo sobre los precios, o conforme al artículos 234.5 
LCSP, la Administración renunciara a la ejecución de la obra, los extremos a compro-
bar en la liquidación de los trabajos de redacción de los correspondientes proyectos 
serán los relativos a la liquidación de los contratos de servicios.
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6.3. Expedientes de contrato de suministros:
En los expedientes de contratos de suministros, con excepción de los que se 

adjudiquen en el marco de un sistema de racionalización técnicas de la contratación, 
los extremos adicionales son los siguientes:

• Aprobación del gasto:
—Que existe pliego de cláusulas administrativas particulares o, en su caso, do-

cumento descriptivo.
—Que existe pliego de prescripciones técnicas del suministro, o en su caso, 

documento descriptivo.
—Cuando se utilice modelo de pliego de cláusulas administrativas, verificar que 

el contrato a celebrar es de naturaleza análoga al informado por el Servicio Jurídico.
—Que el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento des-

criptivo establece, para la determinación dela mejor oferta, criterios vinculados al ob-
jeto del contrato; que cuando se utilice un único criterio, éste esté relacionado con los 
costes, de acuerdo con el artículo 146.1 LCSP; si el único criterio a considerar es el 
precio, se verificará que éste sea el precio más bajo; y en los casos en que figuren una 
pluralidad de criterios de adjudicación basados en la mejor relación calidad-precio, 
que se establezca con arreglo a criterios económicos y cualitativos.

En los casos en que el procedimiento de adjudicación propuesta sea el diálogo 
competitivo se verificará asimismo que en la selección de la mejor oferta se toma en 
consideración más de un criterio de adjudicación en base a la mejor relación cali-
dad-precio.

—Cuando ser prevea la utilización de varios criterios de adjudicación o de un 
único criterio distinto del precio, que el pliego de cláusulas administrativas particula-
res o el documento descriptivo establece los parámetros objetivos para identificar las 
ofertas anormalmente bajas.

—Que el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento des-
criptivo prevé, cuando proceda, que la documentación relativa a los criterios cuya 
ponderación dependa de un juicio de valor ha de presentarse en sobre o archivo elec-
trónico independiente del resto de la proposición.

—Que el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento des-
criptivo establece al menos una de las condiciones especiales de ejecución que se 
enumeran en el artículo 202.2 LCSP y la obligación del adjudicatario de cumplir las 
condiciones salariales de los trabajadores conforme al Convenio colectivo sectorial 
de aplicación.

—Cuando se proponga como procedimiento de adjudicación el procedimiento 
abierto simplificado, comprobar que se cumplen las condiciones previstas en el ar-
tículo 159.1 LCSP, se verificará que no se supera el valor estimado fijado en dicho 
apartado y que entre los criterios de adjudicación no hay ninguno evaluable mediante 
juicios de valor.

—Cuando se proponga como procedimiento de adjudicación un procedimiento 
negociado, comprobar que concurre alguno de los supuestos previstos en los artícu-
los 167 y 168 LCSP para utilizar dicho procedimiento.

—Que la duración del contrato prevista en el pliego de cláusulas administrativas 
particulares o el documento descriptivo se ajusta a lo previsto en la LCSP.

—Cuando se proponga como procedimiento de adjudicación el diálogo compe-
titivo, verificar que se cumple alguno de los supuestos de aplicación del artículo 167 
LCSP, y en caso de que ser reconozcan primas o compensaciones a los participan-
tes, que en el documento descriptivo se fija la cuantía de las mismas y que consta la 
correspondiente retención de crédito.

—Cuando se prevea en el pliego de cláusulas administrativas particulares la 
posibilidad de modificar el contrato en los términos del artículo 204 LCSP, verificar que 
el porcentaje previsto no es superior al 20% del precio inicial; y que la modificación 
no podrá suponer el establecimiento de nuevos precios unitarios no previstos en el 
contrato.

—Cuando se prevea en el pliego de cláusulas administrativas particulares la 
utilización de la subasta electrónica, verificar que los criterios de adjudicación a que 
se refiere la misma se basen en modificaciones referidas al precio y, en su caso, a 
requisitos cuantificables y susceptibles de ser expresados en cifras o porcentajes.
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—En los supuestos de los artículos 4 y 5 así como disposición adicional segun-
da de la Orden EHA/1049/208, de 10 de abril, de declaración de bienes y servicios 
de contratación centralizada, que se acompaña el informe favorable de la Dirección 
General de Racionalización y Centralización de la Contratación.

• Adjudicación:
—Cuando no se adjudique el contrato de acuerdo con la propuesta formulada 

por la Mesa que existe decisión motivada del órgano de contratación al respecto.
—Cuando se declare la existencia de ofertas incursas en presunción de anorma-

lidad, que existe constancia de la solicitud de la información a los licitadores que las 
hubiesen presentado y del informe del servicio técnico correspondiente.

—Cuando se utilice un procedimiento con negociación, que existe constancia en 
el expediente de las invitaciones cursadas, de las ofertas recibidas, de las razones 
para su aceptación o rechazo y de las ventajas obtenidas en la negociación de confor-
midad con lo dispuesto en la LCSP.

—Cuando se proponga la celebración de un contrato con precios provisionales 
de conformidad con el artículo 102.7 LCSP, que se detallan en la propuesta de adjudi-
cación los extremos contenidos en las letras a), b) y c) del citado precepto.

—Acreditación de la constitución de la garantía definitiva, en su caso.
—Que se acredita que el licitado que se propone como adjudicatario ha presen-

tado la documentación justificativa de las circunstancias a que se refieren las letras 
a) a c) del artículo 140.1 LCSP que procedan, incluyendo en su caso la de aquellas 
otras empresas a cuyas capacidades recurran; o bien, que se acredita la verificación 
de alguna o todas esas circunstancias mediante certificado del Registro Oficial de 
Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público o de la correspondiente base 
de datos nacional de un Estado miembro de la Unión Europea, con las dos siguientes 
excepciones, en el procedimiento abierto simplificado tramitado conforme al artículo 
159.4 de dicha Ley, en el que sólo se examinará que se ha aportado el compromiso 
al que se refiere el artículos 75.2 de la Ley y en el procedimiento abreviado tramitado 
conforme al artículo 159.6 de la Ley cuando se haya constituido la Mesa, en el que no 
procederá la aplicación de este extremo.

• Formalización: En su caso, que se acompaña certificado del órgano de contra-
tación que acredite que no se ha interpuesto recurso especial en materia de contra-
tación contra la adjudicación o de los recursos interpuestos, o bien, certificado de no 
haberse acordado medida cautelar que suspenda el procedimiento.

En el supuesto de que se hubiese interpuesto recurso contra la adjudicación, 
deberá comprobarse igualmente que ha recaído resolución expresa del órgano que 
ha de resolver el recurso, ya sea desestimando el recurso o recursos interpuestos, o 
acordando el levantamiento de la suspensión o de las medidas cautelares.

• Revisión de precios (aprobación del gasto): Que, en los contratos en los que 
pueda preverse la revisión de precios, se cumplen los requisitos recogidos en el ar-
tículo 103.5 LCSP y que el pliego de cláusulas administrativas particulares establece 
la fórmula de revisión aplicable. En el caso de que para el contrato que se trate se 
haya aprobado una fórmula tipo, se verificará que no se incluye otra fórmula de revi-
sión diferente en los pliegos.

• Modificación del contrato:
—En el caso de modificaciones previstas según el artículo 204 LCSP, que la po-

sibilidad de modificar el contrato se encuentra prevista en los pliegos, que no supera 
el límite previsto en los mismos, y que no se incluyen nuevos precios unitarios no pre-
vistos en el contrato. En el caso de modificaciones no previstas, o que no se ajusten 
a lo establecido en el artículo 204, que se acompaña informe técnico justificativo de 
los extremos previstos en el artículo 205 LCSP y que no se superan los porcentajes 
máximos previstos en dicho artículo.

—Que existe informe del Servicio Jurídico y, en su caso, dictamen del Consejo 
de Estado.

• Abonos a cuenta:
—Que existe la conformidad de los servicios competentes con el suministro rea-

lizado o fabricado.
—En caso de efectuarse anticipos, de los previstos en el artículo 198.3 LCSP, 

comprobar que tal posibilidad estaba prevista en el pliego de cláusulas administrativas 
particulares y que se ha prestado la garantía exigida.
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—Cuando en el abono a cuenta se incluya revisión de precios, comprobar que se 
cumplen los requisitos exigidos por el artículo 103.5 LCSP y que se aplica la fórmula 
de revisión prevista en el pliego de cláusulas administrativas particulares.

—Que se aporta factura por la empresa adjudicataria de acuerdo con lo previsto 
en el Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre, por el que se regulan las obliga-
ciones de facturación y, en su caso, en la Ley 25/2013, de 27 de diciembre, de impulso 
de la factura electrónica.

—Cuando el importe acumulado de los abonos a cuenta vaya a ser igual o su-
perior con motivo del siguiente pago al 90% del precio del contrato, incluidas, en su 
caso, las modificaciones aprobadas, que se acompaña, cuando resulte preceptiva, 
comunicación efectuado a la Intervención General de la Administración del Estado 
para la designación de un representante que asista a la recepción, en el ejercicio de 
las funciones de comprobación material de la inversión, conforme a lo señalado en el 
segundo párrafo del artículo 198.2LCSP.

—En caso de efectuarse pagos directos a subcontratistas, comprobar que tal 
posibilidad esta contemplada en el pliego de cláusulas administrativas particulares, 
conforme a la disposición adicional 51ª LCSP.

• Entregas parciales y liquidación:
—Que se acompaña acta de conformidad de la recepción del suministro, o en 

el caso de arrendamiento de bienes muebles, certificado de conformidad con la pres-
tación.

—Que se aporta factura por la empresa adjudicataria de acuerdo con lo previsto 
en el Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre, por el que se regulan las obliga-
ciones de facturación y, en su caso, en la ley 25/2013, de 27 de diciembre, de impulso 
de la factura electrónica.

—Cuando se incluya revisión de precios, para su abono, comprobar que se cum-
plen los requisitos exigidos por el artículo 103.5 LCSP y que se aplica la fórmula de la 
revisión prevista en el pliego de cláusulas administrativas particulares.

—En el caso de que se haga uso de la posibilidad prevista en el artículo 301.2 
LCSP, que dicha opción está prevista en el pliego de cláusulas administrativas parti-
culares.

• Prórroga del contrato.
—Que está prevista en el pliego de cláusulas administrativas particulares.
—Que no se supera los límites de duración previstos por el pliego de cláusulas 

administrativas particulares o el documento descriptivo.
—Que se acompaña informe del Servicio Jurídico.
—En el supuesto de que resulte de aplicación lo establecido en el último párrafo 

del artículo 29.4 LCSP, que consta justificación en el expediente y que se ha publicado 
el correspondiente anuncio de licitación del nuevo contrato en el plazo señalado en 
dicho precepto.

—En los supuestos de los artículos 4 y 5 de la Orden EHA/1049/2008, de 10 de 
abril, de declaración de bienes y servicios de contratación centralizada, que se acom-
paña el informe favorable de la Dirección General de Racionalización y Centralización 
de la Contratación.

• Pago de intereses de demora y de la indemnización por los costes de cobro: 
Que existe informe del Servicio Jurídico.

• Indemnizaciones a favor del contratista:
—Que existe informe del Servicio Jurídico.
—Que existe informe técnico.
—Que, en su caso, existe dictamen del Consejo de Estado.
• Resolución del contrato de suministro:
—Que, en su caso, existe informe del Servicio Jurídico.
—Que existe informe técnico.
—Que, en su caso, existe dictamen del Consejo de Estado.
• Pago de primas o compensaciones a los participantes en el diálogo o a los 

candidatos o licitadores en el caso de renuncia a la celebración del contrato o desis-
timiento del procedimiento: Que, en su caso, esta circunstancia está prevista en el 
pliego, anuncio o documento descriptivo.
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6.4. Expedientes de contrato de servicios:
En los expedientes de contratos de servicios, con excepción de los que se adju-

diquen en el marco de un sistema de racionalización técnicas de la contratación, los 
extremos adicionales son los siguientes:

• Aprobación del gasto:
—Que existe pliego de cláusulas administrativas particulares o, en su caso, do-

cumento descriptivo.
—Que existe pliego de prescripciones técnicas del suministro, o en su caso, 

documento descriptivo.
—Cuando se utilice modelo de pliego de cláusulas administrativas, verificar que 

el contrato a celebrar es de naturaleza análoga al informado por el Servicio Jurídico.
—Que se justifica en el expediente la carencia de medios suficientes para la 

prestación del servicio por la propia Administración por sus propios medios.
—Que el objeto del contrato está perfectamente definido, de manera que permita 

la comprobación del exacto cumplimiento de las obligaciones por parte del contratista.
—Que el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento des-

criptivo establece, para la determinación dela mejor oferta, criterios vinculados al ob-
jeto del contrato; que cuando se utilice un único criterio, éste esté relacionado con los 
costes, de acuerdo con el artículo 146.1 LCSP; si el único criterio a considerar es el 
precio, se verificará que éste sea el precio más bajo; y en los casos en que figuren una 
pluralidad de criterios de adjudicación basados en la mejor relación calidad-precio, 
que se establezca con arreglo a criterios económicos y cualitativos.

En los casos en que el procedimiento de adjudicación propuesta sea el diálogo 
competitivo se verificará asimismo que en la selección de la mejor oferta se toma en 
consideración más de un criterio de adjudicación en base a la mejor relación cali-
dad-precio.

—Cuando ser prevea la utilización de varios criterios de adjudicación o de un 
único criterio distinto del precio, que el pliego de cláusulas administrativas particula-
res o el documento descriptivo establece los parámetros objetivos para identificar las 
ofertas anormalmente bajas.

—Que el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento des-
criptivo prevé, cuando proceda, que la documentación relativa a los criterios cuya 
ponderación dependa de un juicio de valor ha de presentarse en sobre o archivo elec-
trónico independiente del resto de la proposición.

—Que el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento des-
criptivo establece al menos una de las condiciones especiales de ejecución que se 
enumeran en el artículo 202.2 LCSP y la obligación del adjudicatario de cumplir las 
condiciones salariales de los trabajadores conforme al Convenio colectivo sectorial 
de aplicación.

—Cuando se proponga como procedimiento de adjudicación el procedimiento 
abierto simplificado, comprobar que se cumplen las condiciones previstas en el ar-
tículo 159.1 LCSP. En caso de que este procedimiento se tramite según lo previsto en 
el artículo 159.6 de dicha Ley, se verificará que no se supera el valor estimado fijado 
en dicho apartado y que entre los criterios de adjudicación no hay ninguno evaluable 
mediante juicios de valor.

—Cuando se proponga como procedimiento de adjudicación un procedimiento 
negociado, comprobar que concurre alguno de los supuestos previstos en los artícu-
los 167 y 168 LCSP para utilizar dicho procedimiento.

—Que la duración del contrato prevista en el pliego de cláusulas administrativas 
particulares o el documento descriptivo se ajusta a lo previsto en la LCSP.

—Cuando se proponga como procedimiento de adjudicación el diálogo compe-
titivo, verificar que se cumple alguno de los supuestos de aplicación del artículo 167 
LCSP, y en caso de que ser reconozcan primas o compensaciones a los participan-
tes, que en el documento descriptivo se fija la cuantía de las mismas y que consta la 
correspondiente retención de crédito.

—Cuando se prevea en el pliego de cláusulas administrativas particulares la 
posibilidad de modificar el contrato en los términos del artículo 204 LCSP, verificar que 
el porcentaje previsto no es superior al 20% del precio inicial; y que la modificación 
no podrá suponer el establecimiento de nuevos precios unitarios no previstos en el 
contrato.
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—Cuando se prevea en el pliego de cláusulas administrativas particulares la 
utilización de la subasta electrónica, verificar que los criterios de adjudicación a que 
se refiere la misma se basen en modificaciones referidas al precio y, en su caso, a 
requisitos cuantificables y susceptibles de ser expresados en cifras o porcentajes.

• Adjudicación:
—Cuando no se adjudique el contrato de acuerdo con la propuesta formulada 

por la Mesa que existe decisión motivada del órgano de contratación al respecto.
—Cuando se declare la existencia de ofertas incursas en presunción de anorma-

lidad, que existe constancia de la solicitud de la información a los licitadores que las 
hubiesen presentado y del informe del servicio técnico correspondiente.

—Cuando se utilice un procedimiento con negociación, que existe constancia en 
el expediente de las invitaciones cursadas, de las ofertas recibidas, de las razones 
para su aceptación o rechazo y de las ventajas obtenidas en la negociación de confor-
midad con lo dispuesto en la LCSP.

—Cuando se proponga la celebración de un contrato con precios provisionales 
de conformidad con el artículo 102.7 LCSP, que se detallan en la propuesta de adjudi-
cación los extremos contenidos en las letras a), b) y c) del citado precepto.

—Acreditación de la constitución de la garantía definitiva, en su caso.
—Que se acredita que el licitado que se propone como adjudicatario ha presen-

tado la documentación justificativa de las circunstancias a que se refieren las letras 
a) a c) del artículo 140.1 LCSP que procedan, incluyendo en su caso la de aquellas 
otras empresas a cuyas capacidades recurran; o bien, que se acredita la verificación 
de alguna o todas esas circunstancias mediante certificado del Registro Oficial de 
Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público o de la correspondiente base 
de datos nacional de un Estado miembro de la Unión Europea, con las dos siguientes 
excepciones, en el procedimiento abierto simplificado tramitado conforme al artículo 
159.4 de dicha Ley, en el que sólo se examinará que se ha aportado el compromiso 
al que se refiere el artículos 75.2 de la Ley y en el procedimiento abreviado tramitado 
conforme al artículo 159.6 de la Ley cuando se haya constituido la Mesa, en el que no 
procederá la aplicación de este extremo.

• Formalización: En su caso, que se acompaña certificado del órgano de contra-
tación que acredite que no se ha interpuesto recurso especial en materia de contra-
tación contra la adjudicación o de los recursos interpuestos, o bien, certificado de no 
haberse acordado medida cautelar que suspenda el procedimiento.

En el supuesto de que se hubiese interpuesto recurso contra la adjudicación, 
deberá comprobarse igualmente que ha recaído resolución expresa del órgano que 
ha de resolver el recurso, ya sea desestimando el recurso o recursos interpuestos, o 
acordando el levantamiento de la suspensión o de las medidas cautelares.

• Revisión de precios (aprobación del gasto): Que, en los contratos en los que 
pueda preverse la revisión de precios, se cumplen los requisitos recogidos en el ar-
tículo 103.5 LCSP y que el pliego de cláusulas administrativas particulares establece 
la fórmula de revisión aplicable. En el caso de que para el contrato que se trate se 
haya aprobado una fórmula tipo, se verificará que no se incluye otra fórmula de revi-
sión diferente en los pliegos.

• Modificación del contrato:
—En el caso de modificaciones previstas según el artículo 204 LCSP, que la po-

sibilidad de modificar el contrato se encuentra prevista en los pliegos, que no supera 
el límite previsto en los mismos, y que no se incluyen nuevos precios unitarios no pre-
vistos en el contrato. En el caso de modificaciones no previstas, o que no se ajusten 
a lo establecido en el artículo 204, que se acompaña informe técnico justificativo de 
los extremos previstos en el artículo 205 LCSP y que no se superan los porcentajes 
máximos previstos en dicho artículo.

—Que existe informe del Servicio Jurídico y, en su caso, dictamen del Consejo 
de Estado.

• Abonos a cuenta:
—Que existe la conformidad del órgano correspondiente valorando el trabajo 

ejecutado.
—En caso de efectuarse anticipos, de los previstos en el artículo 198.3 LCSP, 

comprobar que tal posibilidad estaba prevista en el pliego de cláusulas administrativas 
particulares y que se ha prestado la garantía exigida.
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—Cuando en el abono a cuenta se incluya revisión de precios, comprobar que se 
cumplen los requisitos exigidos por el artículo 103.5 LCSP y que se aplica la fórmula 
de revisión prevista en el pliego de cláusulas administrativas particulares.

—Que se aporta factura por la empresa adjudicataria de acuerdo con lo previsto 
en el Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre, por el que se regulan las obliga-
ciones de facturación y, en su caso, en la Ley 25/2013, de 27 de diciembre, de impulso 
de la factura electrónica.

—Cuando el importe acumulado de los abonos a cuenta vaya a ser igual o su-
perior con motivo del siguiente pago al 90% del precio del contrato, incluidas, en su 
caso, las modificaciones aprobadas, que se acompaña, cuando resulte preceptiva, 
comunicación efectuado a la Intervención General de la Administración del Estado 
para la designación de un representante que asista a la recepción, en el ejercicio de 
las funciones de comprobación material de la inversión, conforme a lo señalado en el 
segundo párrafo del artículo 198.2LCSP.

—En caso de efectuarse pagos directos a subcontratistas, comprobar que tal 
posibilidad esta contemplada en el pliego de cláusulas administrativas particulares, 
conforme a la disposición adicional 51ª LCSP.

• Entregas parciales y liquidación:
—Que se acompaña acta de conformidad de la recepción con los trabajos.
—Que se aporta factura por la empresa adjudicataria de acuerdo con lo previsto 

en el Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre, por el que se regulan las obliga-
ciones de facturación y, en su caso, en la ley 25/2013, de 27 de diciembre, de impulso 
de la factura electrónica.

—Cuando se incluya revisión de precios, para su abono, comprobar que se cum-
plen los requisitos exigidos por el artículo 103.5 LCSP y que se aplica la fórmula de la 
revisión prevista en el pliego de cláusulas administrativas particulares.

—En el caso de que se haga uso de la posibilidad prevista en el artículo 309.1 LCSP, 
que dicha opción está prevista en el pliego de cláusulas administrativas particulares.

• Prórroga del contrato.
—Que está prevista en el pliego de cláusulas administrativas particulares.
—Que no se supera los límites de duración previstos por el pliego de cláusulas 

administrativas particulares o el documento descriptivo.
—Que se acompaña informe del Servicio Jurídico.
—En el supuesto de que resulte de aplicación lo establecido en el último párrafo 

del artículo 29.4 LCSP, que consta justificación en el expediente y que se ha publicado 
el correspondiente anuncio de licitación del nuevo contrato en el plazo señalado en 
dicho precepto.

—En los supuestos de los artículos 4 y 5 de la Orden EHA/1049/2008, de 10 de 
abril, de declaración de bienes y servicios de contratación centralizada, que se acom-
paña el informe favorable de la Dirección General de Racionalización y Centralización 
de la Contratación.

• Pago de intereses de demora y de la indemnización por los costes de cobro: 
Que existe informe del Servicio Jurídico.

• Indemnizaciones a favor del contratista:
—Que existe informe del Servicio Jurídico.
—Que existe informe técnico.
—Que, en su caso, existe dictamen del Consejo de Estado.
• Resolución del contrato de suministro:
—Que, en su caso, existe informe del Servicio Jurídico.
—Que, en su caso, existe dictamen del Consejo de Estado.
• Pago de primas o compensaciones a los participantes en el diálogo o a los 

candidatos o licitadores en el caso de renuncia a la celebración del contrato o desis-
timiento del procedimiento: Que, en su caso, esta circunstancia está prevista en el 
pliego, anuncio o documento descriptivo.

6.5. Expedientes de contratos de concesión de obras.
En los expedientes de contratos de concesión de obras, los extremos adiciona-

les son los siguientes:
• Aprobación del gasto:
—Que existe estudio de viabilidad o, en su caso, estudio de viabilidad económi-

co financiera.



Núm. 222	 25 septiembre 2020

BO
PZ

 81

—Que existe anteproyecto de construcción y explotación de las obras, si pro-
cede, con inclusión del correspondiente presupuesto que comprenda los gastos de 
ejecución de las obras.

—Que existe proyecto informado por la Oficina Supervisora de Proyectos, si 
procede. Cuando no exista informe de la Oficina de Supervisión de Proyectos, y no 
resulte procedente por razón de la cuantía, que al expediente se incorpora pronuncia-
miento expreso de que las obras del proyecto no afectan a la estabilidad, seguridad o 
estanqueidad de la obra.

—Que existe pliego de cláusulas administrativas particulares o, en su caso, do-
cumento descriptivo, informado por el Servicio Jurídico.

—Cuando se utilice modelo de pliego de cláusulas administrativas, verificar que 
el contrato a celebrar es de naturaleza análoga al informado por el Servicio Jurídico.

—Que existe acta de replanteo previo.
—Que el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento des-

criptivo establece, para la determinación de la mejor oferta, criterios vinculados al 
objeto del contrato, que se toma en consideración más de un criterio de adjudicación 
y que cuando figuren una pluralidad de criterios de adjudicación basados en la me-
jor relación calidad-precio, que se establezcan con arreglo a criterios económicos y 
cuantitativos.

Asimismo, cuando se prevea la posibilidad de que se efectúen aportaciones 
públicas a la construcción o explotación, así como cualquier tipo de garantías, avales 
u otro tipo de ayudas a la empresa, que figura como criterio evaluable de forma au-
tomática la cuantía de la reducción que oferten los licitadores sobre las aportaciones 
previstas en el expediente. En el caso de que la licitación obedezca a una previa reso-
lución del contrato de concesión por causas no imputables a la Administración, que se 
establece en el pliego o documentos descriptivo como único criterio de adjudicación 
el precio y que en el expediente se incluye justificación de las reglas seguidas para 
la fijación del tipo de licitación de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 281 y 282 
de la LCSP:

—Que el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento des-
criptivo establece los parámetros objetivos para identificar las ofertas anormalmente 
bajas.

—Que el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento des-
criptivo prevé, cuando proceda, que la documentación relativa a los criterios cuya 
ponderación dependa de un juicio de valor ha de presentarse en sobre o archivo elec-
trónico independiente del resto de la proposición.

—Que el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento des-
criptivo establece al menos una de las condiciones especiales de ejecución que se 
enumeran en el artículo 202.2 de la Ley de Contratos del Sector Público.

—Cuando se proponga como procedimiento de adjudicación un procedimiento 
con negociado, comprobar que concurre alguno de los supuestos previstos en los 
artículos 167 o 168 de la LCSP para utilizar dicho procedimiento.

—Cuando se proponga como procedimiento de adjudicación el diálogo competi-
tivo, verificar que se cumple alguno de los supuestos de aplicación del artículo 167 de 
la LCSP; y, en el caso de que se reconozcan primas o compensaciones a los partici-
pantes, que en el documento descriptivo se fija la cuantía de las mismas y que consta 
la correspondiente retención de crédito.

—Cuando se prevea en el pliego de cláusulas administrativas particulares la po-
sibilidad de modificar el contrato en los términos del artículo 204 de la LCSP, verificar 
que el porcentaje previsto no es superior al 20% del precio inicial; y que la modifica-
ción no podrá suponer el establecimiento de nuevos precios unitarios no previstos en 
el contrato.

—Cuando se prevea en el pliego de cláusulas administrativas particulares la 
utilización de la subasta electrónica, verificar que los criterios de adjudicación a que 
se refiere la misma se basen en modificaciones referidas al precio y, en su caso, a 
requisitos cuantificables y susceptibles de ser expresados en cifras o porcentajes.

—Que la duración del contrato prevista en el pliego de cláusulas administrativas 
particulares o el documento descriptivos se ajusta a lo previsto en la LCSP.
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—Que, en su caso, existe informe favorable del Ministerio de Hacienda a que se 
refiere el artículo 324 LCSP.

—Que, en su caso, existe el informe de la Oficina Nacional de Evaluación pre-
visto en el artículo 333 LCSP, y en caso de apartarse de sus recomendaciones, que 
existe informe motivado al respecto.

• Compromiso del gasto:
Adjudicación:
—Cuando no se adjudique el contrato de acuerdo con la propuesta formulada 

por la mesa, que existe decisión motivada del órgano de contratación al respecto.
—Cuando se declare la existencia de ofertas incursas en presunción de anorma-

lidad, que existe constancia de la solicitud de la información a los licitadores que las 
hubiesen presentado y del informe del servicio técnico competente.

—Cuando se utilice un procedimiento con negociación, que existe constancia en 
el expediente de las invitaciones cursadas, de las ofertas recibidas, de las razones 
para su aceptación o rechazo y de las ventajas obtenidas en la negociación, de con-
formidad con lo dispuesto en la LCSP:

—Cuando se proponga la celebración de un contrato con precios provisionales 
de conformidad con el artículo 102.7 de la LCSP, que se detallan en la propuesta de 
adjudicación los extremos contenidos en las letras a), b) y c) del citado precepto.

—Que se acredita la constitución de la garantía definitiva.
—Que se acredita que el licitador que se propone como adjudicatario a presen-

tado la documentación justificativa de las circunstancias a que se refieren las letras 
a) a c) del artículo 140.1 LCSP que procedan, incluyendo en su caso la de aquellas 
otras empresas a cuyas capacidades recurra; o bien, que se acredita la verificación 
de alguna o todas esas circunstancias mediante certificado del Registro Oficial de 
Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público o de la correspondiente base 
de datos nacional de un Estado miembro de la Unión Europea.

Formalización:
—En su caso, que se acompaña certificado del órgano de contratación que acre-

dite que no se ha interpuesto recurso especial en materia de contratación contra la 
adjudicación o de los recursos interpuestos, o bien, certificado de no haberse acorda-
do medida cautelar que suspenda el procedimiento.

—En el supuesto de que se hubiese interpuesto recurso contra la adjudicación, 
deberá comprobarse igualmente que ha recaído resolución expresa del órgano que 
ha de resolver el recurso, ya sea desestimando el recurso o recursos interpuesto, o 
acordando el levantamiento de la suspensión o de la medida cautelar.

• Modificados:
—En el caso de modificaciones previstas según el artículo 204 LCSP, que la 

posibilidad de modificar el contrato se encuentra prevista e los pliegos, que no supera 
el límite previsto en los mismo, y que no se incluyen nuevos precios unitarios no pre-
vistos en el contrato. En el caso de modificaciones no previstas, o que no se ajusten 
a lo establecido en el artículo 204, que se acompaña informe técnico justificativo de 
los extremos previstos en el artículo 205 LCSP y que n se superan los porcentajes 
máximos previstos en dicho artículo.

—Que, en su caso, se acompaña informe técnico justificativo de que concurren 
las circunstancias previstas en la letra b) o en el penúltimo párrafo del apartado 2 del 
artículo 270 LCSP.

—Que existe proyecto informado por la Oficina de Supervisión de Proyectos, si 
procede. Cuando no exista informe de la Oficina de Supervisión de Proyectos, y no 
resulte procedente por razón de la cuantía, que al expediente se incorpora pronuncia-
miento expreso de que las obras del proyecto no afectan a la estabilidad, seguridad y 
estanqueidad de la obra.

—Que existe informe del Servicio Jurídico, y en su caso, dictamen del Consejo 
de Estado.

—Que existe acta de replanteo previo.
—Que, en su caso, existe el informe de la Oficina Nacional de Evaluación pre-

visto en el artículo 333 LCSP, y en caso de apartarse de sus recomendaciones, que 
existe informe motivado al respecto.
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• Revisiones de precios: (aprobación del gasto):
—Que se cumplen los requisitos recogidos en el artículo 103.5 de la LCSP y que 

el pliego de cláusulas administrativas particulares establece la fórmula de revisión 
aplicable.

—En el caso de que para el contrato que se trate se haya aprobado una fórmula 
tipo, se verificará que no se incluye otra fórmula de revisión diferente en los pliegos.

• Financiación parcial de la construcción de la obra por parte de la Administración:
• Abonos por parte aportaciones durante la construcción:
—Que existe certificación, autorizada por el facultativo Director de la obra y con 

la conformidad de los Servicios correspondientes del órgano gestor.
—Que la aportación pública está prevista en el pliego o documento descriptivo.
—En el caso de efectuarse anticipos de los previstos en el artículo 240.2 de la 

LCSP, comprobar que tal posibilidad está contemplada en el pliego de cláusulas ad-
ministrativas particulares y que se ha prestado la garantía exigida.

—Cuando la certificación de la obra incluya revisión de precios, para su abono, 
comprobar que se cumplen los requisitos exigidos por el artículo 103.5 LCSP y que 
se aplica la fórmula de revisión prevista en el pliego de cláusulas administrativas 
particulares.

—En el caso de la certificación final, que está autorizada por el facultativo Di-
rectos de la obra, que existe informe de la Oficina de Supervisión de Proyectos, si 
procede, y que se acompaña acta de comprobación a la que se refiere el artículo 256. 
Asimismo, cuando se incluya revisión de precios, para su abono, comprobar que se 
cumplen los requisitos exigidos por el artículo 103.5 de LCSP y que se aplica la fórmu-
la de revisión prevista en el pliego de cláusulas administrativas particulares.

• Abonos por aportaciones al término de la construcción: Que existe acta de 
comprobación y que la aportación pública está prevista en el pliego o documento 
descriptivo.

• Abonos en caso de que la financiación de la construcción de la obra se realice 
a través de subvenciones o préstamos reintegrables, de acuerdo con el artículo 265 
LCSP: Se comprobarán los extremos previstos en el apartado primero del presente 
Acuerdo y que la aportación pública está prevista en el pliego o documentos descrip-
tivo.

• Abono al concesionario de la retribución por la utilización de la obra:
—Cuando se incluya revisión de precios, para su abono, comprobar que se cum-

plen los requisitos exigidos por el artículo 103.5 LCSP y que se aplica la fórmula de 
revisión prevista en el pliego de cláusulas administrativas particulares.

—Que se aporta factura por la empresa concesionaria de acuerdo con lo previs-
to en el Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre, que aprueba el Reglamento por 
el que se regula las obligaciones de facturación y, en su caso, en la Ley 25/2013, de 
27 de diciembre, de impulso de la factura electrónica.

—En el caso de que la retribución se efectúe mediante pagos por disponibilidad, 
que se aplican los índices de corrección automáticos por nivel de disponibilidad pre-
vistos en el pliego, cuando proceda.

• Aportaciones públicas a la explotación, previstas en el artículo 268 LCSP: Se 
comprobarán los extremos previstos en el apartado primero del presente Acuerdo y 
que la aportación pública está prevista en el pliego o documento descriptivo.

• Pago de intereses de demora y de la indemnización por los costes de cobro: 
Que existe informe del Servicios Jurídico.

• Indemnización a favor del contratista.
—Que existe informe del Servicio Jurídico.
—Que existe informe técnico.
—Que, en su caso, existe dictamen del Consejo de Estado.
• Resolución del contrato:
—Que, en su caso, existe informe del Servicio Jurídico.
—Que, en su caso, existe dictamen del Consejo de Estado.
• Pago de primas o compensaciones a los participantes en el diálogo competitivo 

o a los candidatos o licitadores en el caso de renuncia a la celebración del contrato o 
desistimiento del procedimiento: Que, en su caso, esta circunstancia está prevista en 
el pliego, anuncio o documento descriptivo.
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• Pago al autor del estudio de viabilidad que no hubieses resultado adjudicatario 
de la correspondiente concesión:

—Que el pliego de cláusulas administrativas particulares no prevé que el pago 
de la compensación sea realizado por el adjudicatario de la concesión.

—Que se aportan los justificantes de los gastos realizados.
6.6. Expedientes de contratos de concesión de servicios.
No hay comprobaciones de extremos adicionales como consecuencia de la 

adaptación de los Acuerdos de los Consejos de Ministros vigentes de 30 de mayo 
de 2008, modificado el 1 de julio de 2011; y del Acuerdo de 20 de julio de 2018, este 
último en materia de contratación.

6.7. Expedientes relativos a otros contratos de servicios.
• En los expedientes relativos a contratos de servicios que tengan por objeto 

servicios financieros o bien la creación e interpretación artística y literaria y los de 
espectáculos, de carácter privado conforme a lo dispuesto en el artículo 25.1.a) LCSP, 
los extremos adicionales son los siguientes:

—En las fases correspondientes a la aprobación y compromiso del gasto del 
expediente inicial de estos contratos se comprobarán los mismos extremos previstos 
para los contratos de servicios en general.

• En el resto de expedientes se comprobarán los extremos establecidos en el 
apartado cuarto relativo a los expedientes de contratos de servicio, en la medida que 
dichos extremos sean exigibles de acuerdo con su normativa reguladora.

6.8. Expedientes de ejecución de trabajos por la propia administración: contratos 
de colaboración con empresarios particulares y encargos a medios propios personi-
ficados.

En los expedientes de ejecución de trabajos por la propia Administración, los 
extremos adicionales son los siguientes:

• Contratos de colaboración con empresarios particulares.
• Aprobación del gasto:
—Que concurre alguno de los supuestos previstos en el artículo 30 LCSP y que 

el importe del trabajo a cargo del empresario colaborador, tratándose de supuestos de 
ejecución de obras incluidas en las letras a) y b) del apartado 1 de dicho artículo, no 
supere el 60% del importe total del proyecto.

—Que existe pliego de cláusulas administrativas particulares o, en su caso, do-
cumento descriptivo, informado por el Servicio Jurídico.

—Cuando se utilice modelo de pliego de cláusulas administrativas, verificar que 
el contrato a celebrar es de naturaleza análoga al informad por el Servicio Jurídico.

—Que, en su caso, existe proyecto informado por la Oficina Supervisora de Pro-
yectos, si procede. Cuando no exista informe de la Oficina de Supervisión de Proyec-
tos, y no resulte procedente por razón de la cuantía, que al expediente se incorpora 
pronunciamiento expreso de que las obras del proyecto no afectan a la estabilidad, 
seguridad o estanqueidad de la obra.

—Que existe pliego de prescripciones técnicas del contrato o, en su caso, do-
cumento descriptivo.

—Que existe acta de replanteo previo, en su caso.
—Que el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento des-

criptivo establece, para la determinación de la mejor oferta, criterios vinculados al 
objeto del contrato; que cuando se utilice un único criterio, éste esté relacionado con 
los costes, de acuerdo con el artículo 146.1 de la Ley de Contratos del Sector Público; 
si el único criterio a considerar es el precio, se verificará que éste sea el del precio 
más bajo, y en los casos en que figuren una pluralidad de criterios de adjudicación 
basados en la mejor relación calidad-precio, que se establezcan con arreglo a criterios 
económicos y cualitativos.

En los casos en que el procedimiento de adjudicación propuesto sea el diálogo 
competitivo se verificará asimismo que en la selección de la mejor oferta se toma en 
consideración más de un criterio de adjudicación en base a la mejora relación cali-
dad-precio.

—Cuando se prevea la utilización de varios criterios de adjudicación o de un 
único criterio distinto del precio, que el pliego de cláusulas administrativas particulares 
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o el documento descriptivo establece los parámetros objetivos para identificar las 
ofertas anormalmente bajas.

—Que el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento des-
criptivo prevé, cuando proceda, que la documentación relativa a los criterios cuya 
ponderación dependa de un juicio de valor ha de presentarse en sobre o archivo elec-
trónico independiente del resto de la proposición.

—Que el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento des-
criptivo establece al menos una de las condiciones especiales de ejecución que se 
enumeran en el artículo 202.2 de la Ley de Contratos del Sector Público y la obliga-
ción del adjudicatario de cumplir las condiciones salariales de los trabajadores confor-
me al Convenio colectivo sectorial de aplicación.

—Cuando se proponga como procedimiento de adjudicación el procedimiento 
abierto simplificado, comprobar que se cumplen las condiciones previstas en el ar-
tículo 159.1 de la Ley de Contratos del Sector Público. En caso de que este proce-
dimiento se tramite según lo previsto en el artículo 159.6 de dicha Ley, se verificará 
que no se supere el valor estimado fijado en dicho apartado y que entre los criterios 
de adjudicación no hay ninguno evaluable mediante juicios de valor.

—Cuando se proponga como procedimiento de adjudicación un procedimiento 
con negociado, comprobar que concurre alguno de los supuestos previstos en los 
artículos 167 o 168 de la LCSP para utilizar dicho procedimiento.

—Cuando se proponga como procedimiento de adjudicación el diálogo competi-
tivo, verificar que se cumple alguno de los supuestos de aplicación del artículo 167 de 
la LCSP; y, en el caso de que se reconozcan primas o compensaciones a los partici-
pantes, que en el documento descriptivo se fija la cuantía de las mismas y que consta 
la correspondiente retención de crédito.

—En su caso, que la duración del contrato prevista en el pliego de cláusulas ad-
ministrativos particulares o el documento descriptivo se ajusta a lo previsto en la LCSP.

—Cuando se prevea en el pliego de cláusulas administrativas particulares la po-
sibilidad de modificar el contrato en los términos del artículo 204 de la LCSP, verificar 
que el porcentaje previsto no es superior al 20% del precio inicial; y que la modifica-
ción no podrá suponer el establecimiento de nuevos precios unitarios no previstos en 
el contrato.

—Cuando se prevea en el pliego de cláusulas administrativas particulares la 
utilización de la subasta electrónica, verificar que los criterios de adjudicación a que 
se refiere la misma se basen en modificaciones referidas al precio y, en su caso, a 
requisitos cuantificables y susceptibles de ser expresados en cifras o porcentajes.

—Que, en su caso, consta la retención de crédito exigida por el artículo 58 del 
Real Decreto 111/1986, de 10 de enero, de desarrollo parcial de la Ley 16/1985, de 25 
de junio, del Patrimonio Histórico Español.

• Compromiso del gasto:
Adjudicación:
—Cuando no se adjudique el contrato de acuerdo con la propuesta formulada 

por la mesa, que existe decisión motivada del órgano de contratación al respecto.
—Cuando se declare la existencia de ofertas incursas en presunción de anorma-

lidad, que existe constancia de la solicitud de la información a los licitadores que las 
hubiesen presentado y del informe del servicio técnico competente.

—Cuando se utilice un procedimiento con negociación, que existe constancia en 
el expediente de las invitaciones cursadas, de las ofertas recibidas, de las razones 
para su aceptación o rechazo y de las ventajas obtenidas en la negociación, de con-
formidad con lo dispuesto en la LCSP.

—Cuando se proponga la celebración de un contrato con precios provisionales 
de conformidad con el artículo 102.7 de la LCSP, que se detallan en la propuesta de 
adjudicación los extremos contenidos en las letras a), b) y c) del citado precepto.

—Que se acredita la constitución de la garantía definitiva.
—Que se acredita que el licitador que se propone como adjudicatario a presen-

tado la documentación justificativa de las circunstancias a que se refieren las letras 
a) a c) del artículo 140.1 LCSP que procedan, incluyendo en su caso la de aquellas 
otras empresas a cuyas capacidades recurra; o bien, que se acredita la verificación 
de alguna o todas esas circunstancias mediante certificado del Registro Oficial de 
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Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público o de la correspondiente base 
de datos nacional de un Estado miembro de la Unión Europea, con las dos siguientes 
excepciones, en el procedimiento abierto simplificado tramitado conforme al artículo 
159.4 de dicha Ley, en el que sólo se examinará que se ha aportado el compromiso 
la que se refiere el artículo 75.2 de la Ley y en el procedimiento abreviado tramitado 
conforme al artículo 159.6 de la ley cuando se haya constituido la Mesa, en el que no 
procederá la aplicación de este extremo.

Formalización:
—En su caso, que se acompaña certificado del órgano de contratación que acre-

dite que no se ha interpuesto recurso especial en materia de contratación contra la 
adjudicación o de los recursos interpuestos, o bien, certificado de no haberse acorda-
do medida cautelar que suspenda el procedimiento.

—En el supuesto de que se hubiese interpuesto recurso contra la adjudicación, 
deberá comprobarse igualmente que ha recaído resolución expresa del órgano que 
ha de resolver el recurso, ya sea desestimando el recurso o recursos interpuesto, o 
acordando el levantamiento de la suspensión o de la medida cautelar.

• Modificados:
—En el caso de modificaciones previstas según el artículo 204 LCSP, que la 

posibilidad de modificar el contrato se encuentra prevista e los pliegos, que no supera 
el límite previsto en los mismo, y que no se incluyen nuevos precios unitarios no pre-
vistos en el contrato. En el caso de modificaciones no previstas, o que no se ajusten 
a lo establecido en el artículo 204, que se acompaña informe técnico justificativo de 
los extremos previstos en el artículo 205 LCSP y que n se superan los porcentajes 
máximos previstos en dicho artículo.

—En su caso, que existe proyecto informado por la Oficina de Supervisión de 
Proyectos, si procede. Cuando no exista informe de la Oficina de Supervisión de Pro-
yectos, y no resulte procedente por razón de la cuantía, que al expediente se incorpo-
ra pronunciamiento expreso de que las obras del proyecto no afectan a la estabilidad, 
seguridad y estanqueidad de la obra.

—Que existe informe del Servicio Jurídico, y en su caso, dictamen del Consejo 
de Estado.

—En su caso, que existe acta de replanteo previo.
• Abonos durante la ejecución de los trabajos:
—Que existe certificación o documento acreditativo de la realización de los tra-

bajos y su correspondiente valoración, o que se aportan los justificantes de los gastos 
realizados.

—En el caso de efectuarse pagos anticipados, que tal posibilidad está contem-
plada en el pliego de cláusulas administrativas particulares y que se ha prestado la 
garantía exigida.

—En su caso, que se aporte factura por la empresa adjudicataria de acuerdo con 
lo previsto en el Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre, por el que se regulan 
las obligaciones de facturación y, en su caso, en la Ley 25/2013, de 27 de diciembre, 
de impulso de la factura electrónica.

—Cuando el importe acumulados de los abonos a cuenta vaya a ser igual o 
superior con motivo del siguiente pago al 90% del precio del contrato, incluidas, en 
su caso, las modificaciones aprobadas, que se acompaña, cuando resulte preceptiva, 
comunicación efectuada a la Intervención General de la Administración del Estado 
para la designación de un representante que asista a la recepción, en el ejercicio de 
las funciones de comprobación material de la inversión, conforme a lo señalado en el 
segundo párrafo del artículo 198.2 LCSP.

—En el caso de efectuarse pagos directos a subcontratistas, comprobar que tal 
posibilidad está contemplada en el pliego de cláusulas administrativas particulares, 
conforme a la disposición adicional 51ª de la LCSP.

• Prórroga:
—Que está prevista en el pliego de cláusulas administrativas particulares.
—Que no superan los límites de duración previstos por los pliegos de cláusulas 

administrativas particulares o el documento descriptivo.
—Que se acompaña informe del Servicio Jurídico.
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—En el supuesto de que resulte de aplicación lo establecido en el último párrafo 
del artículo 29.4 LCSP, que consta justificación en el expediente y que se ha publicado 
el correspondiente anuncio de licitación del nuevo contrato en e plazo señalado en 
dicho precepto.

• Liquidación:
—Que se acompaña certificación o acta de conformidad de la recepción de las 

obras, o de los bienes de que se trate.
—Que se aportan los justificantes de los gastos realizados, o las corres-

pondientes relaciones valoradas.
—Que, en su caso, existe proyecto informado por la Oficina de Supervisión de 

Proyectos, si procede.
—Que se aporta factura por la empresa adjudicataria de acuerdo con lo previsto 

en el Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre, por el que se regulan las obliga-
ciones de facturación y, en su caso, en la Ley 25/2013, de 27 de diciembre, de impulso 
de la factura electrónica.

• Encargos a medios propios personificados previstos en el artículo 32 de la Ley 
de Contratos del Sector Público.

• Encargo:
—Que se reconoce en los estatutos o acto de creación de la entidad destinataria 

del encargo la condición de medio propio personificado respecto del poder adjudica-
dor que hace el encargo, con el contenido mínimo previsto en la letra d) del artículo 
32.2 de la Ley de Contratos del Sector Público.

—Que más del 80 por ciento de las actividades del ente destinatario del encargo 
se lleven a cabo en el ejercicio de los cometidos que le han sido confiados por el poder 
adjudicador que hace el encargo, por otros poderes adjudicadores respecto de los que 
tenga la consideración de medio propio o por otras personas jurídicas controladas por 
los mismos poderes adjudicadores, de conformidad con lo señalado en la letra b) de 
los apartados 2 y 4 del artículo 32 de la Ley de Contratos del Sector Público. A estos 
efectos, se verificará que se hace mención al cumplimiento de esta circunstancia en 
la Memoria integrante de las últimas cuentas anuales auditadas en las que resulte 
exigible.

—Que existe informe del Servicio Jurídico.
—Que, en su caso, existe proyecto informado por la Oficina de Supervisión de 

Proyectos, así como acta de replanteo previo. Cuando no exista informe de la Oficina 
de Supervisión de Proyectos, y no resulte procedente por razón de la cuantía, que al 
expediente se incorpora pronunciamiento expreso de que las obras del proyecto no 
afectan a la estabilidad, seguridad o estanqueidad de la obra.

—Que se incorporan los documentos técnicos en los que se definan las actua-
ciones a realizar así como su correspondiente presupuesto, elaborado de acuerdo 
con las tarifas aprobadas por la entidad pública de la que dependa el medio propio 
personificado.

—Que las prestaciones objeto del encargo estén incluidas en el ámbito de actua-
ción u objeto social de la entidad destinataria del mismo.

—Que el importe de las prestaciones parciales que el medio propio vaya a con-
tratar con terceros, en su caso, conforme a la propuesta de encargo, no exceda del 50 
por ciento de la cuantía del encargo, con las excepciones previstas en el artículo 32.7 
de la Ley de Contratos del Sector Público.

—En el supuesto de que el encargo prevea pagos anticipados conforme a lo 
señalado en el artículo 21.3 de la Ley General Presupuestaria, que en el mismo se 
exige, en su caso, a la entidad encomendada la prestación de garantía suficiente.

—Que, en su caso, consta la retención del crédito exigida por el artículo 58 del 
Real Decreto 111/1986, de 10 de enero, de desarrollo parcial de la Ley 16/1985, de 25 
de junio, del Patrimonio Histórico Español.

—En los encargos que incluyan la prestación de servicios en materia de tecno-
logías de la información, comunicaciones o Administración Digital, la existencia del 
informe técnico de la Secretaría General de Administración Digital.

• Modificaciones del encargo:
—Que existe informe del Servicio Jurídico.
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—En su caso, que existe proyecto informado por la Oficina de Supervisión de 
Proyectos, así como acta de replanteo previo. Cuando no exista informe de la Oficina 
de Supervisión de Proyectos, y no resulte procedente por razón de la cuantía, que al 
expediente se incorpora pronunciamiento expreso de que las obras del proyecto no 
afectan a la estabilidad, seguridad o estanqueidad de la obra.

—Que se incorporan los documentos técnicos en los que se definan las actua-
ciones a realizar así como su correspondiente presupuesto, elaborado de acuerdo 
con las tarifas aprobadas por la entidad pública de la que dependa el medio propio 
personificado.

—Que las prestaciones objeto de la modificación del encargo estén incluidas en 
el ámbito de actuación u objeto social de la entidad destinataria del mismo.

—Que el importe de las prestaciones parciales que el medio propio vaya a con-
tratar con terceros, en su caso, conforme a la propuesta de modificación, no exceda 
del 50 por ciento de la cuantía del encargo inicial y sus modificaciones, con las excep-
ciones previstas en el artículo 32.7 de la Ley de Contratos del Sector Público.

• Abonos durante la ejecución de los trabajos:
—Que existe certificación o documento acreditativo de la realización de los tra-

bajos y su correspondiente valoración así como justificación del coste efectivo sopor-
tado por el medio propio para las actividades que se subcontraten.

—En el caso de efectuarse pagos anticipados que se ha prestado, en su caso, 
la garantía exigida.

—En su caso, que se aporta factura por la entidad destinataria del encargo de 
acuerdo con lo previsto en el Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre, por el que 
se regulan las obligaciones de facturación y, en su caso, en la Ley 25/2013, de 27 de 
diciembre, de impulso de la factura electrónica.

• Liquidación:
—Que se acompaña certificación o acta de conformidad de las obras, bienes o 

servicios, así como su correspondiente valoración y, en su caso, justificación del coste 
efectivo soportado por el medio propio para las actividades subcontratadas.

—Que, en su caso, existe proyecto informado por la Oficina de Supervisión de 
Proyectos, si procede.

—En su caso, que se aporta factura por la entidad destinataria del encargo de 
acuerdo con lo previsto en el Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre, por el que 
se regulan las obligaciones de facturación y, en su caso, en la Ley 25/2013, de 27 de 
diciembre, de impulso de la factura electrónica.

ANEXO II

Listado de informes de control financieros permanente
A. El control permanente incluye aquellas actuaciones que sean atribuidas en el 

ordenamiento jurídico al órgano interventor:
—Las previstas en el artículo 4.1.b) del Real Decreto 128/2018.
• El control de subvenciones y ayudas públicas, de acuerdo con lo establecido 

en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.
• El informe de los proyectos de presupuestos y de los expedientes de modifica-

ción de estos.
• La emisión de informe previo a la concertación o modificación de las operacio-

nes de crédito.
• La emisión de informe previo a la aprobación de la liquidación del presupuesto.
• La emisión de informes, dictámenes y propuestas que en materia económico-fi-

nanciera o presupuestaria le hayan sido solicitadas por la presidencia, por un tercio de 
los Concejales o Diputados o cuando se trate de materias para las que legalmente se 
exija una mayoría especial, así como el dictamen sobre la procedencia de la implanta-
ción de nuevos Servicios o la reforma de los existentes a efectos de la evaluación de 
la repercusión económico-financiera y estabilidad presupuestaria de las respectivas 
propuestas.

• Emitir los informes y certificados en materia económico y certificados en mate-
ria económica – financiera y presupuestaria y su remisión a los órganos que establez-
ca la normativa específica.
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—Cualquier otra atribuida al órgano interventor por el ordenamiento jurídico. Se 
procede a realizar un análisis de este punto:

A) Actuaciones atribuidas al órgano interventor por la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
Reguladora de las Bases del Régimen Local (LRBRL).

• Informe de sostenibilidad financiera para el ejercicio de competencias distintas 
de las propias y de las atribuidas por delegación (Art. 7.4 LRBRL).

• Informe relativo al cumplimiento de los principios previstos en la Ley Orgáni-
ca 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera 
(LOEPSF) en el caso de creación de entes de ámbito territorial inferior al Municipio, 
carentes de personalidad jurídica, como forma de organización desconcentrada del 
mismo para la administración de núcleos de población separados (Art. 24 bis LRBRL).

• Informe de sostenibilidad financiera para la constitución de consorcios 
(Art. 57 LRBRL).

• Informe sobre las iniciativas populares, cuando estas afecten a derechos y 
obligaciones de contenido económico del ayuntamiento. (Art. 70 bis LRBRL).

• Informe de sostenibilidad financiera de las propuestas de gestión directa de los 
servicios públicos de competencia local a través de entidad pública empresarial local o 
de sociedad mercantil local, cuyo capital social sea de titularidad pública (Art. 85 LRBRL)

• Informe de evaluación del cumplimiento del objetivo de estabilidad presupues-
taria y de la sostenibilidad financiera del ejercicio de sus competencias, en caso de 
que la entidad local proponga ejercer la iniciativa pública para el desarrollo de activi-
dades económicas (Art. 86 LRBRL).

• Informe de seguimiento del plan económico-financiero, en caso de que por in-
cumplimiento del objetivo de estabilidad presupuestaria, del objetivo de deuda pública 
o de la regla de gasto, la corporación local hubiera formulado un plan a tenor de lo 
establecido en el artículo 21 de la LOEPSF (Art. 116 bis LRBRL).

B) Actuaciones atribuidas al órgano interventor por la Ley Reguladora de las Ha-
ciendas Locales, cuyo texto refundido se aprobó por Real Decreto legislativo 2/2004, 
de 5 de marzo (TRLRHL) y su normativa de desarrollo.

Se incluyen en este apartado las actuaciones atribuidas al órgano interventor 
en el TRLRHL, así como, en el Real Decreto 500/1990, de 20 de abril por el que se 
desarrolla el capítulo primero del título sexto de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, 
reguladora de las Haciendas Locales, en materia de presupuestos (RD500/90). Se 
incluyen asimismo determinadas actuaciones previstas en el Real Decreto 424/2017.

• Informe previo a la concertación o modificación de cualquier operación de 
crédito en el que se analizará, especialmente, la capacidad de la entidad local para 
hacer frente, en el tiempo, a las obligaciones que de aquéllas se deriven para ésta 
(Art. 52 del TRLRHL).

• Informe previo a la concertación de operaciones de crédito a largo plazo por los 
organismos autónomos y los entes y sociedades mercantiles dependientes del Ayun-
tamiento (Art. 54 del TRLRHL).

• Informe sobre el presupuesto general de la entidad local previo a su aproba-
ción. (Art. 168 del TRLRHL).

• Si se prorrogase el presupuesto: informe, en su caso, de los ajustes de crédito 
previstos en el Art. 21 Real Decreto 500/1990.

• Informe de las modificaciones presupuestarias por crédito extraordinario y su-
plemento de crédito de la entidad local. (Art. 177.2 del TRLRHL y Art. 37 del Real 
Decreto 500 /1990).

• Informe de las modificaciones presupuestarias (Art. 177.- 181 del TRLRHL y Art 37 
y siguientes Real Decreto 500/1990).

• Informe previo a las normas que regulen la expedición de órdenes de pago a 
justificar con cargo a los presupuestos de gastos, a incluir en las Bases de Ejecución 
(Art. 190 del TRLRHL y Art. 72 Real Decreto 500/1990).

• Informe sobre liquidación del Presupuesto de la entidad local (Art. 191 de 
TRLRHL).

• Informe sobre liquidación de los presupuestos de organismos autónomos. 
(Art. 192 de TRLRHL).
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• Informe previo a la revocación del acuerdo de reducción de gastos del nuevo 
presupuesto, adoptado en caso de liquidación del presupuesto anterior con remanen-
te de tesorería negativo. (Art. 193 de TRLRHL).

• Informe resumen anual dirigido a la Intervención General de la Administración 
del Estado sobre los resultados del control interno respecto de la gestión económica 
de la entidad local. (Art. 213 de TRLRHL).

• Informe al Pleno de todas las resoluciones adoptadas por el presidente de la 
entidad local contrarios los reparos efectuados por el órgano interventor, así como un 
resumen de las principales anomalías detectadas en materia de ingresos. (Art. 218.1 
de TRLRHL).

• Informe al Tribunal de Cuentas sobre las resoluciones y acuerdos adoptados 
por la presidencia de la entidad local y por el Pleno de la Corporación contrarios a los 
reparos formulados, así como un resumen de las principales anomalías detectadas en 
materia de ingresos (Art. 218.3 de TRLRHL).

• Informe al Pleno sobre el resultado del control financiero sobre la entidad local 
(Art. 220 TRLRHL).

• Informe acerca de la consistencia y soporte de las proyecciones presupuesta-
rias que contenga la memoria económica específica en las inversiones financieramen-
te sostenibles (Disposición Adicional 16.º de TRLRHL).

• Informe con los resultados obtenidos del control de las cuentas a justificar y 
anticipos de caja fija (Art. 27.2 del Real Decreto 424/2017).

C) Actuaciones atribuidas al órgano interventor por la Ley Orgánica 2/2012, de 
27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera (LOEPSF) y su 
normativa de desarrollo. Se incluyen en este apartado las actuaciones atribuidas al 
órgano interventor por los preceptos vigentes del Real Decreto 1463/2007, de 2 de no-
viembre, por el que se aprueba el reglamento de desarrollo de la Ley 18/2001, de 12 
de diciembre, de Estabilidad Presupuestaria, en su aplicación a las entidades locales 
(REP), así como la LOEPSF y su normativa de desarrollo

• Informe sobre cumplimiento del objetivo de estabilidad de la propia entidad y 
de sus organismos autónomos y entidades dependientes, en cuanto al presupuesto 
inicial y, en su caso, sus modificaciones. (Art. 16.1 del REP).

• Informe anual sobre verificación del cumplimiento de los planes económico-fi-
nancieros aprobados, en su caso. (Art. 22 REP).

• Informe de seguimiento del cumplimiento del periodo medio de pago a provee-
dores. (Art. 18.5 LOEPSF).

• Informe y comunicación de alerta a la Administración que tenga atribuida la 
tutela financiera, en el caso de que se supere el plazo máximo de pago previsto en la 
normativa de morosidad durante dos meses consecutivos. (Art. 18.5 LOEPSF).

D) Actuaciones atribuidas al órgano interventor por la Ley 40/2015 de 1 de marzo 
reguladora del Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas (LRJAP):

• Informe sobre la propuesta de declaración de medio propio y servicio técnico 
de las entidades integrantes del sector público local (Art. 86 LRJAP).

• Informe sobre la transformación de entidades integrantes del sector público 
local. (Art. 87 LRJAP).

• Informe sobre el plan de redimensionamiento del sector público local (Art. 94 
LRJAP).

E) Atribuciones al órgano interventor reguladas en otras normas Ley 25/2013, de 
27 de diciembre, de impulso de la factura electrónica y creación del registro contable 
de facturas en el Sector Público.

• Informe sobre evaluación del cumplimiento de la normativa en materia de mo-
rosidad. (Art. 12 de la Ley 25/2013).

F) Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, por el que se aprueba el Reglamento 
de Bienes de las Entidades Locales.

• Informe acreditativo de no haber deuda pendiente de liquidación con cargo 
al presupuesto municipal, en el caso de cesión gratuita de bienes. (Art. 110.1.d del 
Reglamento de Bienes).

Las referidas actuaciones de obligada realización que responden a circunstan-
cias concretas y específicas no son objeto de planificación, llevándose a cabo en los 
momentos que sean procedentes o requeridas.
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B. Actuaciones de control en base a un análisis de riesgos. Se fijarán anualmen-
te en el Plan anual de control financiero elaborado por la Intervención en base a un 
análisis de riesgos.

Contra el presente acuerdo se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia 
de Aragón con sede en Zaragoza, en el plazo de dos meses a contar desde el día 
siguiente a la publicación del presente anuncio, de conformidad con el artículo 46 de 
la Ley 29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

La Muela, a 21 de septiembre de 2020. — El alcalde, Adrián Tello Gimeno.


